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Introducción 
Precisa tener en cuenta, a los efectos jurídicos, que el proceso de reforma 

agraria es parte de una política agraria ­pu~de afirmarse que constituY,e ~na 
de las más fundamentales­, pero no es posible dejar de reconocer la íntima 
vinculación que guardan entre sí, la susodicha Política Agraria, el Derecho 
Agrario y la Reforma en comento, pues esta última entraña un conjunto de 
medidas que, atendiendo el concepto fijado para este trabajo,' tienen por obje­ 
to modificar sustancialmente un sistema inadecuado de tenencia de 1a tiena 
Hay problemas que son complejos y que corresponden a cada uno de dichos 
aspectos y que dándose en uno inciden al otro u otros (reforma agraria, o 
política agraria); de aquí que le es preciso al aspecto legislativo de la reforma 
citada guardar las normales armonizaciones complementarias que jugarán im- 
portante y significativo papel, no sólo en la debida y auténtica interpretación 
de la ley de reforma agraria, sino a la vigorosa y organizada resistencia con que 
dicho proceso tropieza Es, .por consiguiente, de fundamental importancia 
que un gobierno, defina su política agraria. 

· 'Ningún instrumento, si se quiere que el proceso de reforma no sea algo 
antijurídico, tiene y representa mayor valor y eficiencia ­en el orden de obli­ 
gatoriedad de Cobiernos, individuos, sectores sociales, y diversidad de agru­ 
paciones en el terreno real y práctico= como lo es la legislación De aquí la 
importancia que reviste la Ley, como instrumento de encauzamiento, de eje­ 
cución, de garantía y de consolidacíón de la Reforma Agraria 

El proceso que nos ocupa en tanto envuelve cambios económicos y 
sociales ele gran envergadura en un país, impone alteraciones en el orden 
jurídico preexistente, y por consecuencia, una transformación de las institu­ 
ciones, particularmente de las tradicionales: la propiedad, el contrato, ]a he­ 
rencia, etc gue se ven afectas a cambios :profundos, con claro sentido de 
beneficio colectivo, por evidente significación social y con predominantes 
criterios de derecho :público. Los ulteriores reajustes que exige un proceso de 
reforma agraria ya imciado y ejecutado en lo concerniente a la relación Hom­ 
bre­Tierra, demandan medidas jurídicas profundas, que interesan, sobre todo, 
a la nueva estructura racional, progresiva y justa que se busca en el orden de 
la tenencia de la tierra. 

Lo anterior lleva a considerar corno puntos básicos del aspecto legislativo 
de la ~efor~a ~grar.ia, _ los sig1;1ientes: I) Reforma Agrar!a y Constitución;. II) 
la Legislación propiamente dicha de la Reforma Agrana; y, III) las Medidas 
de Apoyo de la susodicha Reforma. 

!.­Constitución y Reforma Agraria 

A partir de 1950 el ordenamiento constitucional del país registró un 
cambio de filosofía económica y social, al introducirse en la Constitución de 
ese año nuevos principios de contenido verdaderamente democrático que, al 
reconocer la desigualdad de hecho entre los hombres, impuso al Estado ]a 
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obligación primordial de proteger a los más débiles. La Constitucíón subsi­ 
guiente de 1962, que es idéntica a la de 1950, ha mantemdo aquellos pnnci­ 
pios, ratificando tal filosofía 

El pr9ceso de reforma agraria, que entraña cambios sustanciales ~11: el 
orden económico­social de la República, tiene firme fundamento jurídico­ 
constitucional en la vigente Carta Magna, pues ésta contiene claros y pr~c1­ 
sos principios básicos para desarrollar y sustentar aquel proceso: 1) La obliga­ 
ción estatal de asegurar =entre otros­ el bienestar económico y la justicia 
social (Art 2); 2)El de separar bienes de la Hacienda Pública para constituir 
o incrementar patrimonios especiales destinados a instituciones que persigan 
fines de fomento económico o que su objeto sea el incremento de la pequeña 
propiedad rural (Art 121) 3) El de que el régimen económico debe responder 
es~ncialtne~te a P,tin~ipios de justicia social que asegur~n a los habitantes del 
pa1s una existencia digna (Art 135); 4) El de que la libertad económica sólo 
debe garantizarse en lo que no se oponga al interés social, y el de fomento 
y protección a la iniciativa privada para que el mayor número de habitantes 
del país, participen de los beneficios del acrecentamiento de la riqueza na­ 
cional (Art 136); 5) El de la propiedad en función social (Art 137); 6) El 
de expropiación por causa de utilidad pública o de interés social, con pago a 
1;lazos hasta de veinte años cuando el monto de la expropiación lo justifique 
(Art 138); 7) La constitución del bien de familia (Art 139, ordinal 39); 8) El 
de intervención estatal en el orden administrativo de las empresas que se re­ 
sistan a acatar las disposiciones legales sobre organización económica y social 
(Art 144); 9) El de fomento de la pequeña propiedad rural (Art. 147); 10) 
El de fomento de la habitación rural higiénica y cómoda a colonos y trabaja­ 
dores de fincas rústicas (Art. 148); y, 11) El categórico principio de que e1 
interés público primará sobre el interés privado (Art 220, inciso 29). 

Con tales principios se puede rechazar la impugnación de ínconstitucio­ 
nalidad que sectores interesados pudieran plantear En efecto, nuestro máxi­ 
mo Tribunal de Justicia, en sentencia de las 11 horas del 20 de noviembre de 
19$9, publicada en el Diario Oficial del 5 de diciembre del mismo año, re­ 
chazó el vicio de inconstitucionalidad adjudicado a disposiciones legales que 
impusieron limitaciones a la propiedad inmobiliaria, fundándose =precisa­ 
mnete= en el principio constitucional de la propiedad en función social. 
Cabe mencionar que en el referido recurso, tanto la Honorable Asamblea 
Legislativa como el Poder Ejecutivo, en el Ramo del Interior, emitieron in­ 
formes en el sentido de que no procedía la inconstitucionalidad alegada in­ 
vocando también ambos Poderes la supremacía del principio de la propi~dad 
en función social (Anexo 1). 

Corrobora lo anterior ­e.o forma auténtíca­ la exposición de motivos 
del Proyecto de la Constitución de 1950, gue al referirse al Artículo 2 dijo: 
"Este artículo consagra, en el aspecto jurídico, los fines del Estado pro~otor 
del' bien público De esta manera, los derechos meramente formal~ que _pro­ 
clamó la revolución francesa se completan, y. el Estado _queda obligado a 
actuar no en beneficio .de grupos dominantes m de determmadas clases socia­ 
les, sino en beneficio del pueblo entero. Este artículo es indispensable para 
caracterizar la nueva Constitución". "Se emplea el término asegurar en vez 
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~~l, térr?,ino P;.()curar~ que fue propue~~o pa~a. darle énfasis cate~órico al con­ 
temdo del articulo, y porque la C~tr11s1.6n _estima que ne> bastarían ~nsayos o 
esfuerzos: para. obtener los propósitos mdicadfs, smo que se neces1t? ~e la 
consecución efectiva de todo ello, porque de este depende el mantenimiento 
de la paz social y el progreso ininterrumpido del pais, Esta disposición, que 
algunos tacharán de poco práctica, puede dar base para una amplia, construc­ 
tiva y revolucionaria legislación Aquí se J?erfiia, con singular vigor, el Estado 
con que la Constitución de 1950, sustituirá al Estado individualista y liberal 
de 1886" 

En lo que respecta a los artículos citados en el segundo párrafo de este 
acápíte, relativos al "Régimen Económico", la mencionada Exposición de Mo­ 
tivos, dice: "Este Título, dedicado especialmente al Régimen Económico, es 
nuevo en nuestra legislación. Todos están concebidos en forma general y 
elástica, que permite una nutrida legislación secundaría sobre materia tan com­ 
pleja Dé1 texto de algunos de ellos se desprende que para tener eficacia nece­ 
sitan de reglamentación; pero dan la pauta para un programa de gobierno 
cuyo desarrollo requiere cierto tiempo La base filosófica consiste en que el 
hombre y su vida constituyen el valor supremo, y gue las cosas son un valor 
instrumental" 

Lo dicho revela clara y rotundamente que en nuestro marco jurídico, no 
se necesitan reformas constitucionales ­las cuales postergarían el enfrenta­ 
miento de un problema apremiante gue provoca en el país las más graves 
tensi?nes económi~s .Y sociales­' para llevar a cabo un proceso de reforma 
agrana de modo pacífico y ordenado. 

II.­La Legislación de Reforma Agraria 

Un examen de la numerosa legislación de reforma agraria existente en 
muchos país~s nos conduce a afi_nnar que no.puede haber, desde el.p~n~o de 
vista legislativo, una Ley tipo, ni formularse 1gua]mente un patrón [urídico al 
cual hay que ceñirse¡ cada país se da su· propio esquema legislativo de acuerdo 
a sus condiciones peculiares No se niega ser un punto complejo el relativo a 
fijar los objetivos que señale el texto legal de reforma agraria (una justa re­ 
distribución de la tierra rural, elevación del nivel de vida del campesinado y 
pequeños agricultores, el incremento de la productividad, etc ), los principios 
dominantes, y que le imprimen su particular orientación (límites máximos y 
mínimos a la explotación económica, adecuada y eficiente, el cultivo directo 
de la tierra, los beneficiarios de la reforma agraria, etc ), y los temas esencia­ 
les sobre los cuales ha de versar (nuevas formas de organización jurídica de la 
propiedad, modificación de la vía sucesoria, restricciones y limitaciones en 
cuanto al suelo y las aguas, etc.) 

Apuntada la complejidad anterior se acepta que la idea dominante ha de 
ser la 'de que una'Ley de Reforma Agraria debe contener sólo las reglas gene­ 
rales básicas, y dejar los detalles a los Reglamentos y a las resoluciones de 
autoridades admimstrativas sobre la materia Por otra¡arte, sería conveniente 
una ley que se aplique, de acuerdo a la disponibilida de recursos técnicos y 
económicos del Estado, pero con un enfoque integral. La modalidad legisla­ 



1) Enunciación de los objetivos que persigue el proceso de reforma 
agraria 

2) Enumeración de criterios que fijen la función social de la propiedad 
inmobiliaria agraria. 

3) Definiciones de los términos q_ue sean necesarios para los fines de la 
interpretación y aplicación de la Ley 

4) Nuevas formas de organización jurídica de la propiedad que permitan 
y aseguren su explotación directa, eficiente y permanente de acuerdo 
con la filosofía y disposiciones Constitucionales 

5) Límites de tenencia de la tierra en consonancia con las condiciones 
de los recursos naturales y sus posibilidades de explotación técnica 

6) Disposiciones preventivas de la acumulación de la tierra, así como 
de la fragmentación antieconómica de ella (latifundio contrario a 
los objetivos de la Ley, y minifundio) 

7) Causales de expropiación por razón de utilidad pública o de interés 
. social. Procedimiento expeditivo de expropiación, con la consiguiente 
intervención jurídica del particular afectado; la forma de indemniza­ 
ción (en bonos, y/o en efectivo), clases de bonos y demás regulacio­ 
nes de éstos El avalúo de las tierras a expropiarse que tendrá por 
base la declaración rendida para fines fiscales. 
La extensión territorial que es permitido reservarse al afectado por 
la expropiación, que en ningún caso podrá ser mayor que la señalada 
de conformidad con lo dispuesto en el numeral 5J. 
El sistema de distribución de la tierra ( explotación colectiva me­ 
diante cooperativas o sociedades agrícolas que se emplean adecuada­ 
mente en esta clase de procesos; explotación individual, explotación 
familiar), y selección de beneficiarios; y la forma de adjudicación de 
la tierra (en propiedad inmediata, en arrendamiento con promesa 
de venta, requisitos de transferencia de la propiedad adjudicada, etc.) 

Disposiciones que faciliten la recuperación de la tierra por el Estado 
en aquellos casos en que los adjudicatarios no cumplan con la obli­ 
gación de explotarla en forma permanente, directa y eficiente .: 

8) 

9) 

'"t:2 

i 
·~ 10) :::> 
~ .....;¡ 
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tiva, apropiada sería, a nuestro entend~r, la de _una le:y fundamental '":"comq 
se deja expresado­. y no la de un Código Agrario; habida cuenta di! los corn­ 
plejos problemas que éste implica en el campo de la técnica legislativa, 9ue 
se traducirían, desde luego, en el ámbito de su formulación y de su aplica­ 
ción efectiva En cuanto a la denominación del referido texto legal conside­ 
ramos que la nomenclatura adecuada ha de ser "Ley de Reforma Agraria", 
pues no hay razón para emplear eufemismos 

En lo tocante al contenido básico de dicha Ley, ha de comprender, 
entre otros, los siguientes aspectos: 



Se considera del caso desarrollar brevemente algunos de los puntos prin­ 
cipales anteriormente expuestos Nuestro legislador puede, con oase en los 
artículos constitucionales a que antes se hizo referencia, señalar en la ley se­ 
cundaria, el límite máximo de la propiedad rústica, aunque ella esté siendo 
explotada productivamente, pues de lo contrario el resultado que tal producti­ 
vidad representa no tenderá a "asegurar los beneficios de ésta al mayor número 
de habitantes del país" como lo ordena el Artículo 136 de la Constitución. 

Por otra parte, el principio contemplado en el máximo código político en 
su artículo 173, sobre la libre testamentíficación debe interpretarse en armonía ·m 
con las disposiciones constitucionales que hacen prevalecer el beneficio social ... 
sobre la voluntad particular del propietario, en especial con el propio articulo ~ 
173 que sujeta a la Ley el derecho de disponer libremente de sus bienes y la 
transmisión de la propiedad § 

La función social de la propiedad es, pues, más que un concepto de natu­ ~ 
raleza jurídica, de índole económica­social aplicable en un momento histórico ~ 
determinado Chile, por ejemplo, cuya Constitución de 1925 si bien reconoció "8 
limitaciones al ejercicio d,el d~recho de propiedad "para el mantenimiento Y. ~l "a 
progreso del orden social' r a fm de efectuar la reforma agraria tuvo que modifí­ .~ 
car el Artículo 10, en su ordinal 101?, en el sentido de concebir ­tal como ocurre ,;,, 
en nue~tro país­ el derecho 1e ~ropie<lad. en. función social. Así pues, corre?­' z 
pondera a la Ley de la materia fijar los entenas para que la propiedad agraria 
cumpla con su función social, tal como lo han hecho Ecuador, Perú, Venezue­ i 
la, Brasil, según aparece en el Anexo correspondiente: N9 2 Lo relativo al caso i· 
de Chile figura también en el Anexo correspondiente: N9 3. . g u 

La propia Constitución en su Artículo 147, prácticamente rechaza t 
el latifundio contrario a un pro_ceso dedrebfordma agraria, y ebn los casosAen que .a 
estime que por razones economicas no e e estruirse, con ase en el rt. 145 ! 

16) 

15) Las sanciones a los actos que se cometan violando la Ley, y proce­ 
dimiento para imponerlas, incluso las que prevengan la ocupación 
ilegal de tierras 
Disposiciones que aseguren la armonización de las medidas de apoyo, 
a que se hará referencia más adelante, con el proceso mismo de 
reforma agraria. 

Los principios básicos que norrnen la conservación y el aprovecha­ 
miento de los recursos naturales renovables, particularmente aguas, 
suelos y bosques. 

14) 

12) 

ll) Nuevas regulaciones de la Vía sucesoria que, no obstaculicen o ·im­ 
pidan la explotación económica y eficiente .de la tierra. · : 

~receptos que ~viten burlar fa. Ley; 1!1e?i~te l.a constitución de so­ 
ciedades de capitales u otras formas jurídicas similares. : · 

13) La orgánización institucional que ejecutará el proceso; su estructura­ 
ción y coordinación con otros organismos públicos, centralizados y 
deseen tralizados 
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111.­Medidas de Apoyo a la Reforma Agraria 

Paralelamente a las medidas de orden jurídico ya señaladas, es imprescin­ 
dible adoptar y poner en ejecución otros medios de acción sin los cuales un 
proceso de reforma agraria se volvería ineficaz Tales medios de acción corres­ 
ponden, entre otros, a los siguientes: crédito, asistencia técnica, infraestruc­ 
t1;1r~, promoción de cooperativas y otras organizaciones semejantes, y comer­ 
cialización 

1) Crédito: En cuanto al crédito existen fª estudios e investigaciones 
serias, como "El Crédito Agrícola en El Salvador"; realizado bajo los ~u?picios 
del BID y el CIDA, estudios que ponen de manifiesto notables deficiencias 
en este aspecto, por lo que se considera necesario una reorganización en el 

de la misma, el Estado fomentará y protegerá las asociaciones a que dicha dis­ 
posición se refiere (cooperativas y otras semejantes). . 

En lo que concierne .~ la "justa indemnización" ª· que se refiere e~ A!­ 
tículo 138 de la Constitución, en los casos de expropiación, y cuando loJusb­ 
fique el monto de ésta, el pago podrá hacerse a pl~zos que no ex~eda~. e 20 
años Debe tenerse presente que al emplear el constituyente el término mdem­ 
nización" y no el de "precio", se acomoda en un todo al principio jurídico, 
que ya no admite controversia, de que tal indemnización puede hacerse en bo­ 
nos y otros títulos valores, totalmente o parte en dinero y el resto en tales do­ 
cumentos, según los casos que el legislador tenga a bien considerar. Sobre el 
punto puede ilustrar perfectam~nte la senten~i~ que pronunciara la Corte 
Suprema de Justicia de Colombia el once de diciembre de 1964, cuyos pasa­ 
jes, en los puntos pertinentes, figuran en el Anexo respectivo N9 4. Asimismo, 
se contiene en el Anexo N9 5 un resumen brevísimo sobre aspectos del fallo 
dictado en diciembre de 1953 por la Corte Suprema de Justicia del Japón, al 
rechazar la inconstitucionalidad de la legislación de reforma agraria japonesa, 
en cuanto al reclamo de que el precio pa~ado a los terratenientes no era la 
"justa compensación" de que trata la Sección 3 del Artículo 29 de la Consti­ 
tución Política de dicho país 

Aun cuando pudiera argumentarse que la legislación agraria vigente con­ 
tiene algunas previsiones que con ciertas modificaciones y valiéndose de una 
interpretación progresiva, pudiera utilizarse para llevar a cabo en el país un 
proceso de reforma agraria, la realidad es que ésta constituye un enfoque 
totalmente distinto que implica profundas transformaciones en el campo 
económico y socíal, e incluso el político; y por consiguiente, requiere un 
nuevo Derecho en el país. Desde el punto de vista de la técnica jurídica no 
resultaría apropiado querer acomodar la legislación agraria vigente que, desde 
luego, es inadecuada a hechos nuevos como lo es el proceso de reforma agra­ 
ria. Prueba de ello es el Anexo N9 6 que ilustra suficientemente que en 
América Latina los países que han pretendido 11evar a cabo dicha reforma, 
lo han hecho mediante una nueva legislación dictada expresamente para ella, 
ya que " el mejoramiento de la vida rural entraña cambios, y los cambios 
conciernen a la totalidad de la cultura, la estructura y de las funciones de 
los grupos sociales". 
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orde~ jurídico e institucional ?el crédito. a cargo de entidades oficiales, a fin 
de orientarlo de modo especializado a satisfacer las necesidades financieras d~l 
sector agrario. También es conveniente, desde luego, aprovechar Ia oportum­ 
dad que representa el hallarse en Ia Honorable ·Asamblea Legislativa, pasando 
por los trámites correspondientes, el "Proyecto de Ley de. Instituciones de 
Crédito y Organizaciones Auxiliares", a fin de que pueda promoverse debida­ 
mente el crédito en los programas de desarrollo agropecuario. Iiualmente es 
del caso establecer nuevas modalidades crediticias, como el "crédito supervi­ 
sado", el "orientado", el "cooperativista"; introducir el seguro agrícola y ga­ 
nadero, y aligerar el exceso de garantías que se exigen actualmente para con­ 
ceder créditos en esta rama 

Z) Asistencia Técnica: La ley puede contribuir, con los auxilios que en 
ese orden está en posibilidad de brindar, en el campo de la investigación, 
extensión, educación y capacitación agropecuarias, suministrando a los pro­ 
ductores rurales los adelantos y beneficios que las nuevas técnicas ofrecen 
en la producción Cabe tomar en cuenta también 1os recursos que en tal ma­ 
teria representan los cuerpos de personal calificado, especialmente si se tiene 
en cuenta que uno de los objetivos fundamentales de un proceso de reforma 
agraria consiste en aumentar el nivel en los in~resos de los beneficiarios, punto 
éste que guarda íntima vinculación con él régimen de costos que, entre menor 
sea, redundará en mayores beneficios económico­sociales La asistencia técnica 
es imprescindible, pues lo contrario equivaldría a no poder promoverse una 
nueva estructura en la producción con el auxilio de semillas mejoradas, aves 
de corral de buena raza, servicios de mecanización agrícola, nuevas técnicas 
en el combate de plagas, etc. 

3) Infraestructura: También es de suma importancia este aspecto, el cual 
demanda una vigorosa y efectiva colaboración y coordinación dentro de la 
r~spectiva comp~tencia ?e las autoridades ,Pública~, _centralizadas. y descentra­ 
lizadas Se precisa de vras de comumcacwn, servrcros de salubridad, energía 
eléctrica, riego y avenamiento y demás servicios públicos que contribuyen en 
gran medida al éxito de una reforma agraria Los planes de desarrollo y la 
ley coadyuvan igualmente a tales fines, ya que éste asigna partidas presupues­ 
tarias para la or_ganización y funcionamiento de ese conjunto de obras físicas 
y de los respectivos cuadros administrativos No se concibe, por ejemplo; que 
por carecer de caminos que faciliten servicios de transporte permitiendo el 
acceso de la producción agropecuaria a los mercados, se mantengan exelota­ 
ciones a~rarias marginales. A este respecto, es imprescindible la promoción y 
regulacíon del desarrollo comunal; el esfuerzo mutuo y la cooperación inter­ 
nacional. 

4) Organizaciones Agrícolas: En cuanto a la organización y funciona­ 
miento de cooperativas agrícolas y otras asociaciones similares, la actividad pro­ 
motora que el Estado realice ha de cuidarse de no imprimirles carácter ' ofi­ 
cial", sin desempeñar además ninguna política paternalista Los propios 
asociados deben asumir su dirección, responsabilidad y riesgos, pero contando 
el Estado con mecanismos legales para precaver que dichas organizaciones no 
desnaturalicen sus objetivos Las citadas organizaciones _propor~ionarían am­ 
plio respaldo al programa de reforma agraria, permaneciendo vigilantes para 
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La reforma agraria ha sido ya acordada en el ámbito de la Integración 
Económica Centroamericana As1, durante la Reunión Conjunta de Ministros 
de Economía y de Agricultura, celebrada en Puerto Limón del 26 al 29 de 
octubre de 1965, se consignó en la página 19 del Informe respectivo: "e) 
Aprovechamiento y tenencia de la tierra. Sobre este asunto hubo consenso 
en que los aspectos de tenencia de la tierra tienen alta significación para el 
desenvolvimiento futuro del potencial agropecuario de la región y para la 
incorporación efectiva de la población a una economía moderna de mercado, 
que garantice y permita un desarrollo industrial más amplio para los países 
centroamencanos. 

Se tomó nota de las investigaciones preliminares que se han realizado en 
relación con el uso potencial de la tierra y los trabajos en materia de coloni­ 
zación, asignadas a la FAO por el Subcomité Centroamericano de Desarrollo 
Económico Agropecuario A este respecto, la Reunión decidió que los estudios 
recomendados por el Subcomité mencionado, sean ampliados por parte de 

ADDENDUM: 

Habida cuenta que, conforme al Reglamento establecido para el Con­ 
greso de Reforma Agraria, cada ponencia no ha de abarcar más de diez pági­ 
nas, se ha concretado este trabajo a dicha exigencia, acompañándose los anexos 
a que se ha hecho mérito en el curso de él 

Tan importante es el papel que juega la legislación en un proceso de 
reforma agraria, que cabe traer a cuento las frases del doctor Víctor Giménez 
Landínez ­ex­Ministro de Agricultura de Venezuela=, dichas en un Curso 
de Capacitación sobre esta materia: "a la reforma agraria hay que darle: to­ 
da la 1m¡:10rtancia que ella tiene, muy especialmente en lo que se refiere a: 
a) financiamiento :y presupuesto; b) organización administrativa e institucio­ 
nal, y e)' organización jundica" 

q1.1e: cumpla con sus cometidos. L?s diferentes servicios comun~leJ que se 
obtienen a través de esas formas sociales han demostrado en otros países gran­ 
des beneficios, J?<.>r ejemplo, ~n meca~ización agrícola, adquisición de insumos 
tales como fertilizantes, semillas mejoradas; pesticidas, etc 

5) Comercialízación: En el complejo campo de la yroducción y comer­ 
cialización agropecuarias, es obvio q_ue debe facilitarse a . productor mecanis­ 
mos que aseguren la estabilización de precios y la colocación ordenada de la 
producción, tomando desde luego en cuenta también los intereses del con­ 
sumídor, A tales efectos precisa mejorar el sistema de estabilización de los 
precios de garantía para mayor número de productos agropecuarios, la cons­ 
trucción de centros de almacenamiento en áreas estratégicas, el mecanismo 
de información de precios y demás medidas pertinentes En todo caso, debe 
tomarse en cuenta los instrumentos que a este respecto existen a nivel centro­ 
americano, como el Protocolo de Granos Básicos al Tratado General de Inte­ 
gración Económica. 
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Estamos obviamente conscientes de la tenaz oposición que en nuestro 
medio confronta la reforma agraria. A este respecto, preferimos ceder la palabra 
al Secretario y Representante Oficial de los Estados Unidos del Instituto In­ 
teramericano de Ciencias Agrícolas (IICA), señor Norberto Ras, en su trabajo 
Los Procesos Sociales en el Desarrollo Económico: "Es evidente que algunas 
medidas de urgencia pueden tener éxito limitado al ser aplicadas directamente 
al desarrollo institucional Esto involucra un grupo reducido de recursos téc­ 
nicos y conceptos pragmáticos que pueden aplicarse en sectores que no sus­ 
citan resistencias dentro de la sociedad tradicional, precisamente porque no 
vulneran los aspectos críticos de su estructura. No habrá en general oposición 
a programas de colonización de áreas vírgenes, a la construcción de embalses 
y obras de riego, ni a las empresas que edifiquen viviendas o mejoren la salud 
o abran nuevas zonas a la explotación. Sin embargo, si se pretende rernodelar 
íntegramente los programas de enseñanza, alterar la adjudicación de los re­ 
cursos, comprimir el consumo, redistribuir el ingreso en forma drástica, tomar 
medidas que trasladen el prestigio de manos efe los jerarcas tradicionales de 
todas las capas sociales hada los empresarios de un verdadero aumento de la 
productividad, reestructurar .Ios procesos de comercialización, ellos, con el 
poder en sus manos, se ingeniarán para paralizar el proceso con métodos más 

En este sentido se aprobó ­la Resolución N9 3.­La Reunión Conjunta 
de Ministros de Economía y de Agricultura, Resuelve: "Solicitar a la 
FAO, la CEPAL y la OIT que, en colaboración con la Misión Conjun­ 
ta de Programación para Centroamérica, amplíen los estudios sobre 
colonización de manera que se incluyan investigaciones tendientes a 
estructurar programas de reforma agraria para los países de la región:" 

Desde luego, como lo ª,Punta el conocido economista costarricense Eduar­_ 
do Lizano en Teoría y Practica de la Integración Económica con Especial 
Referencia al caso de Centroamérica, pág. 18: "No debe olvidarse ni la nece­ 
sidad de las reformas internas en cada uno de los países miembros del proceso 
de integración, ni tampoco en la reorganización de la economía mundial No 
puede pensarse pues que el proceso de integración sea suficiente para propi­ 
ciar el desarrollo económico Existe también peligro, y esto está íntimamente 
relacionado con lo que se acaba de examinar, de que algunos países tomen 
como excusa para no tomar medidas tendientes a mejorar la situación interna, 
el hecho de estar participando en un proceso de mtegraci6n. Se dice por 
ejemplo que en el aspecto impositivo no se debe actuar, sino esperar las me­ 
didas que se propondrán para todos los países que se están integrando No 
se deben adoptar medidas nacionales sino multinacionales No se debe actuar 
unilateralmente sino conjuntamente Algunos países toman así el proceso de 
integración como excusa para no enfrentarse a los problemas internos. Este 
planteamiento es totalmente impropio e implica un obstáculo para el mismo 
proceso .de integración y para el desarrollo económico de los Estados 
miembros" 

la FAo;· CEPAL y Misión Conjunta ·de Programación, dando énfasis _espe. 
cial a las investigaciones tendientes a estructurar programas de reforma agra­ 
ria para los países del área. 
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l.,­En su demanda el doctor Esca1ante Arce dice en esencia: La institución del domí­ 
nio o propiedad está garantizada por la Constitución Política en forma amplia e irrestricta, 
sin más limitaciones que la de que el goce y disfrute del dominio no se oponga al interés 
social, No podría ser de otra manera porque la Carta Fundamental, con todos los principios 
doctrinarios evolucionados que contiene ha respetado la institución del dominio por esti­ 
marse que es la contribución más eficáa y positiva hacia el desarrollo económico e inter­ 
dependencia social y la doctrina econémico­política constitucional ha planteado el problema 
de la riqueza en términos de produc_ción, con lo que se aparta totalmente de la tesis mar­ 
xista que pretende enjugar la miseria en términos de reparto o, peor aún, en términos 'del 
propietario único: el Estado, 

En nuestro medio de institución del dominio, como derecho privado, está garantizada 
por la Constituci6n sin más límites que los del interés social interpretado en forma equitati­ 
va, técnica congruente y racional, porque no sería lógico que se otorgue el derecho y en 
nombre del concepto de la función social se niegue su disfrute y su ejercicio Que traía a 

CONSIDERANDO: 

Corte Suprema de Justicia: San Salvador, a las once horas del día veinte de noviembre de 
mil novecientos sesenta y nueve. 

El presente proceso de inconstitucionalidad ha sido promovido por el Dr. Pedro Esca­ 
Iante Arce, médico y cirujano y ejecutivo de empresas, de este domicilio, en su calidad de 
ciudadano ; y se contrae a solicitar se declaren inconstitucionales algunos rubros de la 
tarifa de arbitres municipales de la Municipalidad de San Salvador. 

Ha intervenido además dél demandante el doctor Francisco Arturo Samayoa, en su 
calidad de Fiscal General de la República. 

Leídos los autos y, 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

ANEXO N9 I 

Ponente: Dr. Mario Castrillo Zeledón, a nombre de la Universidad de El 
Sálvador .. 

o menos' desem~ozadoS; o la misma ma~a dominada por una gy~eral,,apatía, 
fracasará en el intento 'fundamental de incrementar la p~oduct1V1dad . 

A pesar de todo, por obvios principios de justicia social y en beneficio 
del país en su conjunto, se librará esta batalla, tal como hace 10 añ?s, en lo 
político, se empeñó a favor del voto secreto e!1 l~s sufragios públicos y la 
representación proporcional en la Asamblea Legislativa, cuestiones que enton­ 
ces parecían como una vaga utopía. 
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El Art. 137 de la Constitución Política es claro y preciso al establecer que se reconoce 
y garantiza el derecho de propiedad, aunque si bien es cierto que establece la limitación de 
que al reconocerse ese derecho se entiende la propiedad o domicilio en función social, pero 
este agregado no puede servir de asidero para justificar el impuesto por predio sin edificar. 
La función social de la propiedad sería fundamento para una expropiación si el inmueble, 
edificado o no, por ejemplo, fuera necesario para ampliar una calle, para con11tn1ir un par· 
que o zona verde, para edificar una escuela u otros usos similares, pero no puede invocarse 
la función social para castigar al propietario y hacer ilusorio su derecho simplemente porque 
no puede o no quiere construir, en nombre de un ornato que es un concepto abstracto y 
sobre el cual no hay normas jurídicas preestablecidas. Que dejaba bien precisado que no 
negaba la capacidad de fijar ingresos a través de una tarifa de arbitrios municipales, sino 
que lo que objetaba era el concepto o razón del tributo que por su falta de fundamento 
técnico y su desproporcionada cuantía resultaba lesivo a derechos ciudadanos gacantüados 
por la Constitución. Que el arbitrio objetado carece de campo de aplicación y de sujeto 
porque está basado en un no hacer en una posición negativa, en algo que no ha sucedido y 
no podía darse absurdo ni aberración más grande, con Ja agravante de que al sostener esa 
situación se está violando la garantía constitucional de la propiedad o dominio, con límíte­ 
clones no autorizadas por la Carta Fundamental. En el Derecho Público, como una con· 
quista fundamental y definitiva en lo relativo a la armonía social, otros poderes contraría a 
los preceptos constituoionales Pero no pára allí el mecanismo que opera hacia el respeto 

cuento .las anteriores consíderaclones para aludir c~ncreJamente ­ al objeto, conte.nid<> Y 
campo de acción del presente proceso de inconstituc1onahd:1?• en .el. cual_ se reíería a 111 
tarifa de arbitrios de la Municipalidad de • San Salva?º~· e=~?ª originalmente por Decreto 
Ejecutivo número cincuenta y dos, publicado _en el Ilíarío Of1c1a! numero do~c1entos setenta 
y tres, de nueve de diciembre de mil novecientos ?uarenta. y. ª!~te, conyert1do en De<;re!o 
Legislativo según Decreto número dos mil cuatrocientos díecíséís, publicado en el Díarío 
Oficial nú:nero ciento cinco, de siete de junio de mil novecientos cincuenta y siete con 
adiciones, reformas y sobre Impuestos municipales y fiscales. En dicha tarifa aparecen los 
numerales o partidas ciento noventa y cinco y ciento noventa y seis, de la letra S, del 
Art IQ que Iíteralmente dicen así: ­"195 ­Solares urbanos, sin edificar, frente a la calle, 
metro lineal en la Primera Zona, al mes (/. 5.00". "196.­Solares urbanos, sin edificar, 
frente a la calle, metro lineal, en la Segunda Zona, al mes . • (f. 3 00". Los expresados arbí­ 
trios son abiertamente inconstitucionales, porque es obvio que hay una limitación peligrosa 
al derecho de propiedad si se impone un tributo sobre el hecho negativo de no construir. 
En doctrina financiera, absolutamente coincidente y reconocida por todos los autores de 
solvencia científica inobjetable, el tributo sólo puede aplicarse sobre hechos positivos. Se 
paga el impuesto sobre la renta por las utilidades que percibe el contribuyente y no por 
las que ha dejado de percibir; se paga impuesto de vialidad por el capital que se tiene y 
no' por el capital de que se carece; se pagan impuestos municipales por hechos positivos, 
como son el alumbrado, el aseo, etc. Sería absurdo, por ejemplo, un impuesto de alumbrado 
si se vive en la obscuridad El impuesto por predio sin edificar es una amenaza constante 
y constituye al aplicarlo lesión grave a la institución del dominio o propiedad garantizada 
por la Constitución Ese impuesto ha sido fijado por medios reñidos con la técnica tributa· 
ria, y por su cuantía excesiva es francamente confiscatorio, pues en algunos casos ha llegado 
a destruir la propiedad con la acumulación continuada de cargos, Podría darse el caso que 
el contribuyente tenga que entregar el inmueble en pago de lo ilegítimamente adeudado 
o que la Alcaldía ante la renuencia del propietario proceda a subastar los bienes en su 
calidad de acreedora Quizás pudiera pensarse que este riesgo existe también en cualquier 
otro tributo, pero hay una diferencia fundamental entre una y otra situación. Cuando el 
Estado ejecuta a un deudor del impuesto sobre la renta, por ejemplo, está ejercitando una 
acción que arranca ele un hecho lícito dentro de la filosofía [urfdíca de la Constitución y 
de la Ley como es el de cobrar y percibir un tributo legítimamente establecido, con hase 
en principios equitativos y científicamente correctos según las buenas normas de técnica 
tributaria. El impuesto sobre la renta es un impuesto fijado sobre el hecho positivo de tener 
una renta; no paga este impuesto quien no tiene renta. Pero cuando el Municipio entable 
acción para hacerse pago de impuesto por solar sin edificar, está ejercitando un derecho 
sobre un tributo establecido fuera de las normas de la lógica, de la razón, de la justicia y 
de la• técnica tributaria. Se trata sencillamente de un tributo basado en hechos negativos, 
que además es limitativo del derecho de propiedad y absolutamente confiscatorio por su 
abusiva cuantía 
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de la norma constitucional¡ . está establecido el control jurisdiccional para el mantenimiento 
d~ la 1~ortección del De~echo ~ al. efec,to se da ·a.}a Corte S11prerr.\!• en, el Art 96 C: P, 
el poder de declarar la inoonstitucionalidad de la }«¡Y, .decretos, y reglamentos, en su forma 
y contenido, de un modo general y _obligatorio, a petición de cualquier ciudadano Los 
artículos, numerales o rubros de la tarifa de arbitrios municipales mencionados en el alegato 
de interposición del recurso son definitivamente inconstitucionales porque violan el Art 137 
de la Constitución Política, que garantiza la propiedad privada, y violan también el Art 138 
C P., inciso final, que proscribe la confiscación Los expresados rubos de la tarifa de 
arbitrios municipales significan una limitación grave al derecho de propiedad Y resultan 
abiertamente confiscatorios, lesionando la propiedad privada 

Que habida consideración de los amplios razonamientos y análisis jurídico expuestos, 
por medio de los cuales había demostrado los vicios de inconstitucionalidad que adolecen 
los rubros objetados de la tarifa de arbitrios municipales, de la Municipalidad de San Sal­ 
vador, con fundamento en el Art 96 C P , citado, y 6 de la Ley de Procedimientos Cons­ 
titucionales, pedía que en sentencia definitiva, se declarara inconstitucionales los rubros 
de la tarifa de arbitrios municipales de San Salvador. 

. II ­Se solicitó informe al Poder Ejecutivo en el Ramo del Interior y a la Asamblea 
Legislativa. 

Evacuando· dicho informe el Ministro del Interior dijo en resumen: El Art 87 de la 
Ley del Ramo Municipal determina: "Las y a la defensa jurídica del particular, está in­ 
córporado, no como cuestión doctrinaria, sino como derecho positivo, el principio de supre­ 
macía de la Constitución, que es freno democrático a la arbitrariedad y a la improvisación 
que en un momento dado pudiera influir un determinado hacer de la Administración Ese 
principio de supremacía de la Constitución lo reconoce taxativamente el Art 220 C P , 
que establece que los principios, derechos y obligaciones establecidos por la Constitución 
no pueden ser alterados por las leyes que regulen su ejercicio y que la Constitución pre­ 
valecerá sobre todas las leyes y reglamentos de la República La consecuencia inmediata 
que se deriva del principio de supremacía de la Constitución es el principio de la legalidad, 
que rige actualmente todos los pueblos civilizados y democráticos del mundo, entendiéndose 
por tal principio, la existencia de un orden jurídico creado, organizado y supeditado a la 
Constitucién ; en virtud de ese principio disfrutan de seguridades y garantías los habitantes 
de cada país, :ya sea que ­se consignen en favor de ellos derechos considerados como íun­ 
damentales y no sujetos a las modificaciones constantes que puedan producirse al capricho 
o voluntad de los . titulares de la administración ­parlamentos, asambleas, funcionarios 
ejecutivos­ o ya sea por medio de las limitaciones que la Ley Suprema ha establecido en 
las competencias políticas y constitucionales de cada uno de los órganos del Estado La 
Constitución ha sido cuidadosa en extremo en cuanto al mantenimiento de la pureza cons­ 
titucional y la vivencia del principio de la legalidad Así, el Art. 95 C P , establece que 
dentro de la potestad de administrar justicia corresponde a los tribunales, en los casos en 
que tengan que pronunciar sentencia, declarar la inaplicabilidad de cualquier ley o dispo­ 
sición de las Municipalidades propondrán al Poder Ejecutivo para su aprobación, la creación 
de arhitríos, a favor. de sus rentas y modificación o supresión de los existentes" En virtud 
de este precepto, la Municipalidad de esta ciudad propuso al Poder Ejecutivo, para su 
aprobación, la tarifa de arbitrios municipales vigente, la cual, poi haberse encontrado 
apegada a las leyes de la República, fue aprobada ese mismo año El Art, 105 C P , inciso 
tercero, establece que las municipalidades "Elaborarán sus tarifas de arbitrios, para propo­ 
nerlas como ley a la Asamblea Legislativa, la cual podrá decretar las modificaciones que 
juzgue necesarias". La Asamblea, por Decreto 2416 de fecha 4 de junio de mil novecientos 
cincuenta y siete publicado en el D O. 105 Tomo 175 de 7 de junio del mismo año, declaró' 
vigente la tarifa mencionada, sin hacerle ninguna modificación El Art. 568 C , inciso pri­ 
mero dice: "Se ­llama dominio o propiedad el derecho de poseer exclusivamente una cosa 
y gozar y disponer , de ella, sin más limitaciones que las establecidas por la ley o por la 
voluntad del propietario", El Art. 225 de la Ley de Policía establece: "los Alcaldes cui­ 
darán de que en sus respectivas ciudades, villas y pueblos se ernpedren las calles, y se 
esmerarán en la limpieza y ornato de los edificios, procurando la uniformidad de esto en 
cuanto fuete posible, · consultando. el buen gusto, no permitiendo desproporción en la edifi­ 
eacíén: de las casas; y si alguna de ellas amenazare ruina, obligarán a su dueño a repararla 
en el término correspondiente que le señalarán, el que no excederá de seis meses para 
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comenzar a reedificar y de dos años para concluir" y el 233 de esta misma ley especifica: 
"Los dueños de solares en las ciudades, villas y pueblos son obligados a comenzar Y con· 
cluir la edificación dentro de 1os términos a que se refiere el Art. 225 de esta Ley, y si no 
lo hicieren, por el mismo hecho el Alcalde procederá gubernativamente a la venta en pública 
subasta entregando el producto líquido de esta al propietario. Se exceptúan de esta dispo­ 
sición aquellos solares en que a juicio prudencial del Alcalde no sea necesario el edifi?io 
para el ornato de la población", El doctor Pedro Escalan te Arce, pide que se declare . m­ 
constitucional los numerales 95 y 96 de la letra "S" del Art l 9 de la Tarifa de Arbitrio.s 
Municipales vigente, argumentando, que si el Art 137 C. P , garantiza la propiedad pn­ 
vada en función social, que dichos numerales vuelven nugatoria esta garantía, puesto que 
ya se han dado casos en que el propietario de un inmueble tenga que entregarlo en pago 
de los impuestos indebidamente consignados en dichos numerales Asimismo estima el doctor 
Escalante Arce que la función social consiste en que el propietario tiene el derecho de 
emplear su propiedad, si el quiere, en la satlsfacción de necesidades individuales, o en que 
tiene el deber y por lo tanto la obligación de emplear su propiedad en satisfacción de 
necesidades comunes, pero sin admitir intromisiones estatales abusivas que al limitar el 
dominio destruyen o cercenan la institución misma, es decir la propiedad privada El Art 
542 C., claramente define que la municipalidad es una institución de derecho público; por 
lo tanto representa a la autoridad pública en las funciones administrativas que desempeña, 
por consiguiente su existencia es necesaria, en tal virtud, para que la municipalidad pueda 
cumplir con sus funciones (que son sociales, puesto que tienen únicamente un fin, el de 
mejorar las condiciones de vida del núcleo de sus ciudadanos) necesita de las contribu­ 
clones o impuestos, y si con esto limita el uso y goce de la propiedad, justo es reconocer 
que lo hace en función social, puesto que es para beneficio de la colectividad Ahora bien, 
si el Art. 119 C P., reconoce que en virtud de una ley pueden imponerse contribuciones, 
siempre que éstas sean para el servicio público; si el inciso tercero del Art 105 de la 
misma Constitución faculta a las municipalidades para elaborar sus tarifas de arbitrios y 
proponerla como ley a la Asamblea; si el Art 137 de la misma Carta Magna sólo reconoce 
y garantiza la propiedad privada en función social; si el Art 542 del Código Civil establece 
que la Municipalidad es una institución de derecho público y por consiguiente Sil existencia 
es necesaria; si el Art 225 de la Ley de Policía faculta a Ios alcaldes para que en defensa 
del ornato obligue a los propietarios a reparar sus casas; si el Art 233 de dicha ley también 
faculta a dichos funcionarios para que vendan en subasta los solares en las ciudades en los 
cuales no hayan dado cumplimiento al artículo anterior, excepto en lo que a juicio de los 
mismos funcionarios no sea necesario la edificación para el ornato de Is población; si es 
una de las facultades de la municipalidad atender el ornato de la ciudad con los fondos 
municipales, siendo esta una de las formas para obligar al propietario a colaborar en este 
sentido; si el Art 568 C , establece que eI dominio o propiedad es el derecho de poseer 
exclusivamente una cosa, gozar y disponer de ella, sin más limitaciones que las establecidas 
por la ley; si se toma en cuenta que el impuesto es una de las formas con que la ley re· 
conoce o limita el uso o goce de la propiedad, no puede ni debe concluirse que los nume­ 
rales 95 y 96 letra "S" del Art, 19 de la tarifa de arbitrios municipales de esta ciudad estén 
violando el Art. 137 de la Constitución Por otra parte para decidir sobre la inconetitucio­ 
nalidad de los numerales dichos debe analizarse los siguientes puntos­ 19 La repercusión 
nacional de una resolución favorable a tal petición; 2r;, A quién vendría en realidad a per­ 
judicar esta decisión; 39 Todo impuesto que no se paga, da lugar a que se ejecute al moroso 
y por consiguiente se le prive de su propiedad, y como una consecuencia, todas estas contri­ 
buciones serían inconstitucionales; y 49 el producto de las contribuciones o impuestos se 
utiliza para que las municipalidades cumplan con su función social, determinadas en la 
Ley del Ramo Municipal y si esto no es posible, dicha institución tiende a desaparecer, ya 
que no tendrían medios para su subsistencia 

La Asambl~a Legislativa expresó poi su parte; la inconstitucionalidad alegada por el 
doctor Escalante Arce es de fondo y se fundamenta en que la tarifa de arbitrios municipa­ 
les de la Alcaldía de San Salvador, en los numerales 195 y 196 de la letra "S" del artículo 
}9 es ljmitativa del derecho de propiedad al imponer un tributo al hecho negativo de no 
construir, limitación que según el solicitante vulnera la garantía constitucional establecida 
en el artículo 137 de la Constitución, en el que se reconoce y garantiza la propiedad pri­ 
vada en función social, Que los expresados arbitrios han sido decretados contrariando los 
principios de la doctrina financiera, por cuanto gravan hechos negativos y por su falta de 
fundamento técnico y su desproporcionada cuantía resultan lesivos a derechos ciudadanos 
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garantizados por la Constitucíén, por lo que se está violando la garantía constitucional de 
la propiedad o dominio, con limitaciones no autorizadas p?r la Carta ~undamentaL C~n9l~ye 
afirmando que los rubros de la tarifa de arbitrios munieipales mencionados son def!mtI.vJ· 
mente inconstitucionales, porque no solamente violan . el artlcul~, 137 de )a Co)lstlt.uc~on 
Política que garantiza la propiedad privada, sino que violan ~amb1en el articulo 138, mciso 
final de la misma, que proscribe la confiscación Pata analizar los ª!gurnentos de f?n.do 
expuestos por el doctor Escalante Arce ea necesario hace_r un e~tu.d10 de los prmc~p1os 
filosóficos que inspiran a la Constitución Política e!1 maten~ economice, P.ªra poder situar 
dentro de dichos principios la institución de la propiedad privada Y determmar, l~s alcances 
del Art 137 en cuanto a la extensión que puede tener ese derecho dentro del régimen cons­ 
titucional Es indudable que la Constitución Política vigente dista mucho de ser una Cons­ 
titución de tipo liberal "a ultranza" de tal manera que en sus disposiciones en materia 
económica hace prevalecer el interés social sobre el interés particular Así el articulo 135 
dice que, "El régimen económico debe ­:responder esencialmente a principios de justicia 
social"; el artículo 136 establece que, I\S,e garantiza fa libertad e?onómica, ~n lo q~e no 
se oponga al interés social"· el Artículo 137: "Se reconoce y garantiza la propiedad privada 
en funci6n social" Estos t~es principios: constitucionales aceptados están in~cando clara­ 
mente que la Constitución ha rechazado definitivamente el concepto de propiedad de tipo 
"romanista" o absoluto y lo ha limitado a satisfacer las necesidades de los propietarios 
particulares, pero estableciendo sobre los bienes la obligación de cumplir, además, con una 
función social De esta suerte podría afirmarse que una propiedad que no cumple con la 
función social correspondiente no se justifica como propiedad privada y que el Estado está 
en la obligación de tomar todas aquellas medidas encaminadas a hacer efectiva la función 
social de la propiedad, medidas que pueden ser directas, como en el caso de la expropia­ 
ción, o indirectas, como cuando recurre a los estímulos económicos o fiscales, a fin de hacer 
más productivos los bienes, o cuando recurre a medidas impositivas para gravar los bienes 
ímproductívos, castigando en esa forma a los propietarios ineficientes y fomentando la ini­ 
ciativa privada, a efecto de hacerla más dinámica en cuanto al aprovechamiento de los 
bienes para que éstos cumplan con su función social Esta potestad de intervención del 
Estado en el campo de la economía se deriva de los mismos principios que informan la 
Constitución, que rechaza totalmente los principios liberales del dejar hacer y dejar pasar 
y adoptar el criterio intervencionista en forma decidida, sin llegar, desde luego, a ser so­ 
cialista, pero aceptando en el artículo 2Q la obligación de asegurar a los habitantes de la 
República el goce de la libertad, la salud, la cultura, el bienestar económico y la justicia 
social Con base en tales principios la Constitución estima que no puede ser violatorío del 
derecho de propiedad un impuesto que grave los predios sin construir, puesto que éstos 
están, precisamente, contrariando el espíritu del artículo 137 de la Constitución, si se toma 
en cuenta que bienes de esa naturaleza no le reportan ningún beneficio ni al propietario 
ni a la sociedad Pero dejando a un lado el aspecto constitucional y analizando el problema 
exclusí vamente desde el punto de vista del derecho de propiedad, de acuerdo con el con­ 
cepto que establece el Código Civil como "el derecho de poseer exclusivamente una cosa y 
gozar y disponer de ella sin más limitaciones que las establecidas por la ley o por la 
voluntad del propietario", no aparece por ninguna parte en el impuesto a los predios bal­ 
díos esa limitación, ya que los derechos en que en la práctica se concreta el dominio no 
sufren menoscabo alguno, pues en ninguna forma limitan la capacidad de goce, uso e 
Incluso enajenación de los bienes gravados con el impuesto en referencia Es cierto que un 
impuesto limita la capacidad económica de todo contribuye11te, pero el argumento em­ 
pleado por el doctor Escalente Arce vale no solamente contra los arbitrios impugnados 
sino contra todo impuesto, del tal manera que aceptar la tesis en que funda su alegato 
sería aceptar prácticamente que todos los impuestos que gravan la propiedad de los con· 
tribuyentes son inconstitucionales, con lo cual lo que estaría en discusión ya no sería Ios 
alcances del derecho de propiedad sino el derecho del Estado a imponer contribuciones 
sobre el patrimonio, lo que es a todas luces insostenible. 

1II.­Se corrió traslado al Fiscal General de la República, quien al evacuarlo maní­ 
festó: El impetrante cita los numerales 195 y 196 del artículo l ~ de la expresada tarifa 
de arbitrios como disposiciones que adolecen de inconstitucionalidad, porque violan el artícu­ 
lo 137 de la Constitución Política que garantiza la propiedad privada y violan también el 
artículo 138 de la misma Constitución, inciso final que proscribe la confiscación La viola­ 
ción la hace consistir el doctor Escalante Axee en que los numerales en mención imponen 
un tributo sobre el hecho negativo de no construir, lo que constituye una limitación peli­ 
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En primer lugar cabe indicar que el derecho de propiedad está protegido en el orde­ 
namiento constitucional por los artículos 163 y 164 C P.; y que si el Código fundamental 
lo reconoce y garantiza en el artículo 137 C. P,, es precisamente para aclarar que no es 
absoluto sino que está limitado "en función social". 

La función social de la propiedad está resumida ­como lo expresa el impetrante en 
su demanda­ en los siguientes postulados: "a) El propietario tiene el derecho y por lo 
tanto el poder de emplear la cosa que posee en la satisfacción de las necesidades individua. 
Ies, Y especialmente de las suyas propias, en el desenvolvimiento de su actividad física 
intelectual y moral, h) El propietario. tiene el deber y por lo tanto la obligación, de emplea; 

grosa al derecho de propiedad, así como que en doctrina. financiera el tr.ihuto ~ólo. puede 
aplicarse sobre hechos positivos Las disposiciones consideradas· como incons~~uc1onales 
no pueden serlo porque no están contra la doctrina financiera ni violan la Constitución 
Política pues no fundamentan la imposición del tributo o arbitrio municipal en un hecho 
negativo, como Jo afirma el impetrante, sino en una situación especial del inmueble s~bre 
el cual se está obligando a pagar el tributo Para corroborar Jo anterior basta con examinar 
el contenido de los numerales 195 y 196, cuyo texto se cita y que en lo esencial· dicen: "so­ 
lares urbanos, sin edificar", De ninguna manera puede conceptu~rse que es un hecho neg~­ 
tivo del propietario el que se grava con el impuesto, pues, sencillamente, se trata de ]a .si­ 
tuacíén especial del solar, de no contener edificación alguna; de la misma manera la tarifa 
citada grava a los solares que no tienen acera construida, sin que esto haya sido tachado 
de ínconstítucionalidad por el impetrante, En lo que respecta a la violación de las dispo­ 
siciones constitucionales cóntenidas en los artículos 137 y 138, no existe tal violación, que­ 
dando plenamente demostrada dicha afirmación C­On las razones invocadas en los informes 
del Ministerio del Interior. 

IV.­El peticionario solicita la declaratoria de ínconstitucionalidad de los numerales 
195 y 196 de la letra ''S" del artículo I () de la tarifa de arbitrios de la Municipalidad de la 
ciudad de San Salvador; tarifa emitida por Decreto Ejecutivo N9 52, publicado en el Diario 
Oficial N9 273, de 9 de diciembre de 1947 y por Decreto Legislativo N9 2416 publicado 
en el Diario Oficial N9 105 de 7 de junio de 1957, que dice: "Solares urbanos, sin edificar 
frente a Ia calle, metro lineal, en la primera zona, al mes O: 5 OO. Solares urbanos, sin edí­ 
ficar frente a la calle, metro lineal, en la segunda zona, al mes (/. 3 00" 

Considera el demandante que los numerales citados del artículo 19 de la tarifa men­ 
cionada violan, el derecho de propiedad protegido por los artículos 137 y 138 de la Constitu­ 
ción Política, que a la letra dicen: "Artículo 137 Se reconoce y garantiza la propiedad 
privada en función social. Se reconoce asimismo la propiedad intelectual y artística, por el 
tiempo y en la forma determinados por la ley El subsuelo pertenece al Estado; el cual 
podrá otorgar concesiones para su explotación" "Art. 138 La expropiación procederá por 
causa de utilidad pública o de interés social, legalmente comprobados, y previa una justa 
indemnización Cuando la expropiación sea motivada por necesidades provenientes de guerra 
o de calamidad pública, y cuando tenga por objeto el aprovisionamiento de agua o de 
energía eléctrica, o la construcción de viviendas o de carreteras, la indemnización podrá 
no ser previa Cuando lo justifique el monto de la indemnización que delia reconocerse por 
los bienes expropiados de acuerdo con el· inciso anterior, el pago podrá hacerse a plazos, 
los cuales no excederán en conjunto de veinte años Se podrá nacionalizar, sin indemniza­ 
ción, las entidades que hayan sido creadas con fondos públicos. Se prohibe la confiscación, 
ya sea como pena o en cualquier otro concepto Las autoridades que contravengan este 
precepto responderán en todo tiempo con sus· personas y bienes del daño inferido. Los 
bienes confiscados sin imprescriptibles". 

Las razones fundamentales expresadas por el solicitante proa demostrar la inconstitu­ 
cionalidad pedida son las siguientes. Que los arbitrios municipales son abiertamente incons­ 
titucionales porque hay una limitación grave y peligrosa al derecho de propiedad si se 
impone un tributo sobre el hecho negativo de no construir, que sólo puede aplicarse sobre 
hechos positivos. Que el impuesto por predio sin edificar es una amenaza constante y 
constituye, al aplicarlo, lesión grave a la institución de dominio o propiedad garantizada 
por la Constitución Que tal impuesto ha sido fijado por medios reñidos con la técnica 
tributaria y que por su cuantía excesiva es confiscatorio, 
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Expuesto lo anterior es fácil advertir que 110 puede ser violatorio del derecho de pro­ 
piedad un impuesto que grave los predios sin construir, "puesto que éstos están precisa­ 
mente contrariando el espíritu y letra del artículo 137 C P, si se toma en cuenta que 
bienes de esa naturaleza no le reportan ningún beneficio ni al propietario ni a la sociedad". 
El derecho de propiedad tiene un doble carácter : individual y social. Este carácter social 
es 1o que se llama "función social" de la propíedad, _es decir, que ésta, a pesar de ser un 
derecho del individuo, como primer sujeto del derecho, ha de hacer que tales ventajas 
aprovechen también a la colectividad, ya que el interés público primará sobre el interés 
privado, Artículo 220 C. P. No está demás señalar que en el ordenamiento jurídico patrio 
el derecho de propiedad no es absoluto ni ilimitado. El mismo Código Civil en él articulo 
568 dice: "Se llama dominio o propiedad el derecho de poseer exclusivamente una cosa y 
gozar y disponer de ella, sin más limitaciones que las establecidas por la ley o por la 
voluntad del propietario", 

La propiedad así entendida no solamente establece derechos sino que impone deberes y 
uno de ellos es la obligación del propietario de contrihuir a las necesidades de la colecti­ 
vidad, al mantenimiento de los servicios públicos que aquella requiere, así como también 
es deber de los propietarios procurar la productividad de sus propiedades y no dejarlas 
en abandono sin que presten ningún beneficio colectivo A lo anterior es oportuno agregar 
que los artículos 137 y 138 C P , citados por el demandante, deben verse en íntima rela­ 
ción con el artículo 136 C. P que dice: "Se garantiza 1a libertad económica, en lo que no 
se oponga al interés social El Estado fomentará y protegerá la iniciativa privada, dentro 
de las condiciones necesarias para acrecentar la riqueza nacional y para asegurar los bene­ 
ficios de ésta al mayor número de habitantes del país" 

Respecto a la argumentación de que sólo puede imponerse tributos sobre hechos positi­ 
vos y no sobre los negatívos, como son los de no construir, la Corte observa, que ni en el 
Capítulo VIII sobre Ia Hacienda Pública ni en ningún otro de la Constitución Política, 
se encuentra una norma que ordene qúe los impuestos que sean decretados por el Poder 
Público deben de ser únicamente sobre hechos positivos El artículo 119 C. P, solamente 
prescribe que las contribuciones deben de imponerse "en virtud de una ley y para el servi­ 
cio público" Los arbitrios impugnados de inconstitucionalidad no vulneran el artículo 
119 C. P citado, ya que son ley de la República por haber sido decretados por la Asamblea 
Legislativa de conformidad al artículo 105 C. P, con el objeto de que la municipalidad 
de San Salvador, que es una corporación de Derecho Público, pueda cumplir con fines de 
beneficio local, que son públicos · 

Por otra parte, desde el punto de vista económico, el interés social de la propiedad se 
traduce en la deseabílidad de que los factores productivos ­tierra, trabajo y capital­ 
tengan un empleo óptimo. Para lograrlo, el Estado puede echar mano de instrumentos 
fiscales y extrafiscales Este último es el caso de los impuestos a los solares no edificados 
Les impuestos con fines extrafiscales se presentan cuando el legislador sabe que al esta· 
blecer el impuesto se obligará a los afectados a desarrollar determinada actividad o a dejar 
de desarrollarla, con tal de no pagar el impuesto. 

Por tanto, de conformidad a las razones expuestas y artículos 96 ­de la Constitució~ 
Política y 6 a 11 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, a nombre de la República 
de El Salvador, esta Corte falla: declárase que no existe inconstitucionalidad de los ordí­ 
nales 195 y 196 de la leu a "S" del artículo 1 del Decreto Legislativo N9 2"'16 publicado 
en el Diario Oficial N9 105 de 7 de junio de 1957, relativo a impuestos sobre ~redios sín 
edificar, contenido en la tarifa de arbitrios de la Municipalidad de San Salvador; y pu­ 

,- 

Si el propieta~io tie~e, ''el deber Y. la oblig.ación de emplear la co.s~ en la satisfac~ió~ 
de necesidades comunes de una colectividad nacional entera o de colectívídadee secundarias 
y las municipalidades son personas de derecho público fa~ult~das por la. Constitucién mis· 
ma ­Art · 105 C P ,­ para proponer a la Asamblea Legislativa sus tarifas _d? arb~tri?s Y 
si éstas no son otra cosa que "contribuciones" previstas para satisfacer servicios públícos, 
no puede concluirse que las tablas de arbitrios impugnadas violen la misma Constitución 
que las autoriza 

la cosa en la satisfacción de necesidades comunes de una colectividad nacional entera o 
de coleeñvídades: secundarias". 
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El Decreto Legislativo de 22 de febrero de 1960, que en Venezuela instituye la Reforma 
Agraria, respecto de la propiedad privada a los fines de la función social ·que le corresponde, 
expresa: 

Art 19­A los fines de la Reforma Agraria, ]a propiedad privada de 18 tierra cumple 
con su función social cuando se ajusta a todos los elementos esenciales siguientes: 

lli­VENEZUELA 

a) Deficiente explotación o abandono de la tierra, así como el mal manejo y con­ 
servación de los recursos naturales renovables 

b) Subsistencia de formas antisociales o feudatarias de explotación de la tierra 

e} Condiciones h1justas o contrarias a la Ley en las relaciones de trabajo 

d) Concentración de la tierra de manera tal que constituye un obstáculo para la 
difusión de Ia pequeña y la mediana propiedad rural y que determine la extrema 
o injusta dependencia de la población respecto del propietario; y 

e) El minifundio o la fragmentación del predio en forma que determine el mal uso 
o la destrucción de los recursos naturales, así como el bajo rendimiento de los 
factores de la producción" 

Asimismo, iguales concepto y sentido externa el Decreto Legislativo de 19 de mayo de 
1964, del Perú (Ley de Reforma Agraria), y en el cual el Art 13, desarrolla y reglamenta 
el Art 34 de la Constitución del Perú que se refiere a la Propiedad Privada en relación 
con el interés social ­ que la misma reviste. Declara el precitado Art 13: 

"Para los efectos del cumplimiento del Art 34 de la Constitución del Estado, se consi­ 
dera que la propiedad rural no se usa en armonía con el interés social en cualesquiera de 
los siguientes casos: 

11­PERU 

,Algunas legislaciones (el Decreto Legislativo de 11 de Julio de 1964, del Ecuador, 
por ejemplo), dicen: 

"La propiedad privada agraria cumple con su función económico­social cuando reúne 
1011 requisitos siguientes: 

a) Explotación eficiente de la tierra 
b) Responsabilidad y dirección del propietario 
e) Conservación y renovación de los recursos naturales. 
d) Cumplimiento de las Leyes que regulan el trabajo agrícola, y 
e) No constituir forma de acaparamiento de los recursos territoriales" 

ANEXO N9 2 

LA CONCEPCION LEGAL DE LA FUNCION SOCIAL DE LA PROPIEDAD 

I­ECUADOR 

blíquese esta sentencia en el Diario Oficial dentro de los quince días subsiguie~tes al de 
su pronunciamiento =­Ponente: Dr Dominguez ­­­;­Alfredo Martíne~ M ­1\t:. Guz~an ­M°:u­ 
ricio Butter.­C. Ann Domínguez ~Manuel Rivera ­F Alf Leíva ­C _ Octavio Tenorio, 
Diego Cordero Rodríguez. J S. Cárdenas.­Manuel Suárez M.­Pronunciado por los señores 
Magistrados que lo suscriben­R. AURORA 
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a) Promo~er y crear, 1a_s condiciop.~s de acceso del .trabajador rural a ]a propiedad 
de Ia tierra eco~om1camei:ite útil, con preferencia en las regiones donde habita 
º!. cuando las c1rcunstanc1as. regionales lo aconsejen, en las zonas previamente 
fiJadas, de acuerdo con lo dispuesto en la reglamentación de la presente ley; 

h) Vigilar para que l:t propi~d.ad ~!l la tierra .cumpla s~ función social, estimulando 
planes para. su racional utilización, promoviendo la Justa productividad y el bien­ 
estar colectivo 

2 ­Es deber del Poder Público: 

a) Favorece el bienestar de los propietarios y de los trabajadores que en ella trs­ 
bajan, así como el de sus familias; 

b) Mantiene niveles satisfactorios de productiv.idad; 

e) Asegura la conservación de los recursos naturales; 

d) Observa las disposiciones legales que determinan las justas relaciones de trabajo 
entre los que la poseen y quienes la cultivan. 

1-La propiedad de la tierra desempeña íntegramente su función social cuando, si· 
multáneamente: 

El Decreto de la Unión, de 30 de noviembre de 1964, "Ley NQ 4 504" o "Etatuto de la 
Tierra y Creación del Instituto Brasileño de Reforma Agraria", en su Art. 2Q, y de acuerdo 
con lo que entonces declaraba la Constitución de los Estados Unidos del Brasil, reza: 

"Art. 2Q­Se asegura a todos la oportunidad de acceder a la propiedad de la tierra, con­ 
dícíonada por su función social en la forma prevista en la presente ley. 

IV-BRASIL 

UNICO: El Estado g2avará preferentemente las tierras incultas u ociosas, o cultivadas 
indirectamente, mediante cargas fiscales progresivas, en las condiciones que se establezcan 
en las leyes respectivas, sin perjuicio de la expropiación en los casos previstos en esta ley. 

Art 28.­De manera especial se considera contrario al principio de la funcíén social 
de la propiedad e incompatible con el bienestar nacional y el desarrollo económico del país, 
la existencia y mantenimiento de fincas incultas u ociosas, especialmente en las regiones de 
desarrollo económico Igualmente se consideran contrarios al principio de la función soda} 
de la propiedad los sistemas indirectos de explotación de la tierra, como los practicados 
a través de arrendatarios, aparceros, medianeros, písataríos y ocupantes. 

' 

e) 

El acatamiento a las normas jurídicas que regulen el n aba]o asalariado, las demás 
relaciones de trabajo en el campo y los contratos agrícolas en las condiciones que 
señala esta ley 

La inscripción del predio rústico en la Oficina Nacional de Catastro de Tierras Y 
Aguas, de acuerdo con las disposiciones pertinentes 

d) 

a) La explotación eficiente de la tierra y su aprovechamiento apreciable en forma tal 
que los factoree de producción se aplique~ eficazmen,te. en ella, de acuerdo con la 
zona donde se encuentra y con sus propias característreas, 

b) El trabajo y dirección personal, la responsabilidad financiera ~~ la. e~presa agrícola 
por el propietario de la tierra, salvo en los casos de explotación indirecta eventual 
por causa justificada. 

e) El cumplimiento de las disposiciones sobre conservación de recursos naturales 
renovables. 
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Con posterioridad se le hizo al mismo numeral la sustancial reforma que a continuación 
se reproduce, y con la cual se Impulsai ía al proceso de reforma agraria. 

"Ley N9 16 615 poi la que se modifica la Constitución Política del Estado, de 18 de 
enero de 1967. Diario Oficial N9 26 647, 20 de enero de 1967, pág 553: 

"Art 10 La Constitución asegura a todos los habitantes de la República: 

}OQ El derecho de propiedad en sus diversas especies 

La ley establecerá el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella 
y las limitaciones y obligaciones que permitan asegurar su función social y hacerla accesible 
a todos La función social de la propiedad comprende cuando exijan los intereses generales 
del Estado, la utilidad y la salubridad públicas, el mejor aprovechamiento de las fuentes y 
energías productivas en el servicio de la colectividad Y la elevación de las condiciones de 
vida del común de los habitantes 

Cuando el interés de la comunidad nacional lo exija, la ley podrá reservar al Estado 
el dominio exclusivo de recursos naturales, bienes de producción u otros, que declare de 
importancia preeminente para al vida económica, social o cultural del país Propenderá, 
asimismo, a la conveniente distribución de la propiedad y a la constitución de la pro pie· 
dad familiar. · 

Nadie puede ser privado de su propiedad sino en virtud de ley general o especial que 
autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés social, calificada por el 
legislador El expropiado tendrá siempre derecho a indemnización cuyo monto y condiciones 
de pago se determinarán equitativamente tomando en consideración los intereses de la 
colectividad y de los expropiados La ley determinará las normas para fijar la indemnización, 
el tribunal que conozca de las reclamaciones sobre su monto, el que en todo caso fallará 
conforme a derecho, la forma de extinguir esta obligación, y las oportunidades y modo en 
que el expropiador tomará posesión material del bien expropiado. 

Cuando se trate de expropiación de predios rústicos, la indemnización será equivalente 
al avalúo vigente para los efectos de la contribución territorial, más el valor de las mejoras 
que no estuvieren comprendidas en dicho avalúo, y podrá pagarse con una parte al contado 
y el saldo en cuotas en un plazo no superior a treinta años, todo ello en la forma y condi­ 
ciones que la ley determine. 

La ley podrá reservar al dominio nacional de uso público todas las aguas existentes en 
e~ territorio. nacional y expropiar, para ~ncorporarlas a dicho dominio, Ias que sean de pro­ 
piedad particular En este caso; los dueños de las aguas expropiadas continuarán usándolas 
en calidad de concesionarios de un derecho de aprovechamiento y sólo tendrán derecho a 

Art. 10 -La Constitución asegura a todos los habitantes de la República: 

109, La inviolabilidad de todas las propiedades, sin distinción alguna 

Nadie puede ser privado de la de su dominio, ni de una parte de ella, o del derecho que 
a ella tuviere, sino en virtud de sentencia judicial o de expropiación por razón de utilidad 
pública, calificada por una ley En este caso, se dará previamente al dueño la indemnización 
que se ajuste con él o que se determine en el juicio correspondiente. 

El ejercicio del dei echo de propiedad está sometido a las limitaciones o reglas que exijan 
el mantenimiento y el progreso del orden social, y, en tal sentido, podrá la ley imponerle 
obligaciones y sei vidumbres de utilidad pública en favor de los intereses generales del Es· 
tado, de la salud de los ciudadanos y de la salubridad pública"; 

Tomado de "La Constitución Chilena", por Mario Bemaschina G. Editorial Jurídica 
de Chile Cartilla N9 3. 1957. 

ANEXO N9 3 
CONSTITUCION DE CHILE ­ ANTES Y DESPUES DE LA REFORMA 

REFORMA AL CAPITULO II "GARANTIAS CONSTITUCIONALES" 
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(1) '~Sentencia de la Corte Suprema de Justicia sobre la ConstituciouaHdad de la Ley 135 de 1961 de Reformtr 
Social Agnria "Publicadó n del Instituto Colotnbia:oo de la. Reforma Agraria:,., diciembre di!' 1964 Sub 
gerencia 1 urídica 

( Pasajes pertinentes) 

La Honorable Corte Suprema de Justicia de Colombia expresó que la función social 
de la propiedad "se presenta como sistema intermedio", entre la concepción individualista y 
fa colectivista; y que: "No podría verse en un mismo texto constitucional un aparejamiento 
de principios tan antagónicos entre sí como es la presencia, rodeada de todas las garantías 
del derecho de ¡iro11iedad, y el rechazo del mismo, convertido en función, sino los fragmentos 
de un sistema armónico que chcunacribe a agregar al derecho (el de propiedad) un sentido 
funcional de carácter social" Igualmente declaró: que "el Artículo 30 de la Constitución, 
"no pj­escrihe que la Indemnización sea cubierta en efectivo, ni tampoco de contado"; "Lo 
que dispone el texto es que sea previa, y entonces debe saberse si por ser en bonos ( tierras 
del grupo a), o parte en dinero y el saldo a plazos {tierras de los grupos b) y e), deia de 
ser previa"; Indemnización Preuia es, primeramente, definición y reconocimiento del derecho 
del propietaj io, con anterioridad a la expropiación, de modo que no haya, por una parte, 
expropiaciones arbitrarias, y por otra, que el dueño pueda contar desde entonces con bienes 
o valores comerciales, enajenables y ciertos, equivalentes al perjuicio causado". "En este 
caso la ley sustituye una propiedad improductiva, por una propiedad en bonos, garantizados 
por el Estado, que causan intereses y repi esentan el avalúo comercial de la tierra (A. 61 
Ord 5Q Ley 135) El interés es en todo caso superior al rendimiento de una tierra inculta 
El canon constitucional no garantiza el dominio privado extremo de proteger a quien no 
trabaja los fundos . "Créditos sin documento o con documento, o bonos, son )a contra. 
prestación a cargo del Estado, previamente satisfecha, porque ingresan desde un principio 
al patrimonio del expropiado, realizando así el resarcimiento previo. La Carta no exige pago 
en dinero, sino, simplemente, indemnización, para hacer de la expropiación un instrumento 
agil y adecuado el bien común" "El Procurador, con razón que la Corte comparte, agrega 
que el Artículo 1626 del Código Civil dispone que el "pago efectivo es la prestación de 
lo que se debe", y de manera que como la Carta no ha prescrito que se haya de pagar en 
numerario, no deja de efectuarse el pago efectivo porque se haga en otra clase de valores". 

"Sobra agregar que el concepto de indemnización por expropiación, no puede confun­ 
dirse con el concepto de precio como prestación de la venta Esta es un acuerdo bilateral, 
de derecho privado, fruto de la libertad contractual, en el que la contraprestación a cargo del 
comprador debe cumplirse en dinero La exp1opiación no es un contrato, no es una venta, ni 
siquiera forzada, como la que se verifica en subasta pública en determinados casos ; es una 
figura esencialmente distinta, de derecho público, enderezada al bien de la comunidad y en 
virtud de la cual, por motivos superiores, la Administración toma la propiedad particular, y 
como esta medida genera un daño y no un precio, se satisface mediante una indemnización. 
Se indemniza el prej uicio en diferentes órdenes de la responsabilidad contractual y extra. 
contractual y se indemniza al expropiado el daño que para él implica forma de expropia· 
ción ­que opera contra su voluntad­ pero en provecho público y aún cuando es instituto 
antiguo encuadra hoy a la perfección en la nueva tendencia de )a función social", "Lo cual 
debe influir en la interpretación del Artículo 30 de la Carta, a fin de no imponer a la figura 

1\NEXO N9 4 

SENTENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COLOMBIA, 
DE 11 DE DICIEMBRE DE 1964 (1) 

la indemnización cuando, por la extinción. total o parcial de ese derecho, sean efectivamente 
privados del agua suficiente para satisfacer, mediante un uso racional y beneficioso, las 
mismas necesidades que satisfacían eón antei:ioridad a la extinción. · 

La pequeña propiedad rústica trabajada por su dueño y la vivienda habitada por su 
propietario no podrán ser expropiadas sin previo pago de la indemnización". 

[Tomado de la Colección Legislativa, Volumen XV­NQ4/V/lb, de la FAO (organización 
de las Naciones Unidas para la alimentación y la agricultura] 
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El Japón se vio envuelto en el problema de ínccnstítuclonalldad que se planteó ante la 
Corte Suprema de Justicia en relación con su segunda legislación de reforma agraria, El 
presente es un resumen de los aspectos más importantes del caso en cuestión, y se hallan to· 
medos de la obra del Profesor de Estudios Asiáticos de la Universidad de Columbia Brifá. 
níca, Canadá: R P Dore, llamada "La Reforma Agraria en el Japón", Editada· por primera 
vez en español por el Centro Regional de Ayuda Técnica, México, 1964, especialmente en 
las págs. 413 y sigts 

Se afirmaba que al terminar la ocupación del Ejército de los Estados Unidos de Amé­ 
rica rodaría por tierra la legislación de reforma agraria que se había expedido,_ sin embargo 
esto no dejó de ser sino un mero vaticinio, porque la Ley dé Tierras Agrícolas de­ 1952, 
presentada por el Ministerio de Agricultura del Partido Demécrata­Liheral, y que se orientaba 
a "conservar intacto el nuevo sistema rural", se aprobó por la Dieta. El proceso de impug­ 
nación de la constitucionalidad de la legislación de reforma agraria japonesa partió, especíal­ 
mente, de las organizaciones de hacendados afectados por ella y su principal objeto 'era la 
declaratoria de la ínconstítucionalidad de la misma, y también, en otro sentido, el de que 
se les reconociese un mejor precio al obtenido en virtud de las adquisiciones de tierras que 
se hicieron para Ios fines de la supradícha reforma, esto es, una compensación adicíonal pues 
alegaban que el precio mencionado no era justo y que iba contra la Sección 3 del Att. 29 de 
la Constitución. 

La Sección 3 declara: "La propiedad privada puede ser confiscada por utilidad pública, 
mediante una justa compensación", El Supremo Tribunal en fallo dictado en diciembre de 
1953 rechazó la inconstituciona1idad alegada, y también Ia tesis del precio justo que a título 
de una compensación adicional prentendían los terratenientes japoneses. Dijo, entre otras 
cosas, el citado Tribunal: " que una parte esencial de los derechos de propiedad era el 
precio a que podían venderse, y que éste podía ser determinado oficialmente en aras del bien 
público". "Ya la Ley de Ajuste de Tierras Agrícolas, 'de 1938 (antecedente Jeiano) , y una 
seríe 'de medidas de control adoptadas durante la guerra habían vuelto a definir los derechos 
de propiedad a la tierra de tal manera que "no dejaban margen para establecer un precio 
de la misma en el mercado libre". Debe tenerse presente que tal precio se fijó a base, de lo 
que cobraba el propietario­labrador por el uso de la tierra, y que por ello estaba (según 
dijera el máximo Tribunal) "de acuerdo con los fines de siempre de la política' nacional se 
apreciaba en la primera y segunda legislación de reforma agraria, o sea, asegutar el cultivo 
de la tierra, consolidar la posición de que la cultivara, y conservar y aumentar la produc­ 
ción agrícola". 

ANEXO N,;, ·5 

LA INCONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN EL JAPON 

"Artículo 30.­Sé garantiza la propiedad privada Y los demás derech~s .adqulridos. con 
justo título, con arreglo a las leyes civiles, por personas naturales o jurídicas, los cuales no 
pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una 
Ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los 
derechos de particulares con la necesidad reconocida por la misma Ley, el interés privado 
debed ceder al interés público o social". "La propiedad es una función social que implica 
obligaciones". "Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, 
podrá haber expropiación, mediante sentencia judicial e indemnización previa". "Con todo, 
el legislador, por razones de equidad, podrá determinar los casos en que no haya lugar 
a indemnización, mediante el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros de 
una y otra Cámara" 

de la expropiación' el rigor geométrico 'de un contrato; sino ei espíritu ­de e·quidad 'y justicia 
qµe gó}?j~rna Ja,s instjtuciones _ de Derecho Público, · aq1:1Hata~o en la _ ~ateria a que este 
¡íroce~o de ihcóíi.'stityciomilidad se refiere, por la orientación social del Dérecho Privado!'; 

El Artículo 30 de la Constitución de Colombia, dice: 
:·, .. . 
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!.­GUATEMALA: ha tenido sucesivamente: 1) Decreto NQ 900, Ley de Reforma Agra· 
ria, de 1952; II) Decreto NQ 31, de la Junta de Gobierno, "Estatuto Agrario", de 1954; 
III} Estatuto Agrip:io, modificado en 1957; y IV) Decreto Legislativo N9 1551, "Ley de 
Transformación Agraria", de octubre 17 de 1962 

2) BOLIY,IA: Ley de Reforma Agraria, de mayo de 1953 

3) CUBA: Ley de Reforma Agraria, de mayo 17 de 1959; reformada en octubre 
de 1963 

4) NENEZUELA: ~ey de Reforma Agraria, de marzo 5 de 1960 
5) ~QSTA RICA: Ley NQ 2825, de Tierras y Colonización, de octubre de 1961; refor­ 

mada por Ley NQ 3042,' de octubre ,4 de 1962; completada por . Decreto N,;, 3971, por el 
cual s~ autoriza al Instituto de Tierras y Colonización el otorgamiento de títulos de propie­ 
dad, d,e _fecha, U de octubre de 1967 (Se sabe que tiene elaborado un nuevo Proyecto de 
Ley de Reforma Agraria). 

6) COLOMBIA: Ley NQ 135 Sobre Reforma Social Ag1aria, de diciembre 13 de 1961; 
ya se le hicieron sustanciales reformas. 

· 7) REPUBLICA 'DOMINICANA. Ley de Reforma Agraria, N9 5879, de abril 27 de 
1962. Ha elaborado un nuevo Proyecto de Ley de Reforma Agraria, que corrige los errores 
y vacíos de la ley vigente; y lo hizo con el auxilio de la Organización de Estados Americanos, 
al amparo del . Programa NQ 206 de la misma, 

8) PANAM:A: Código Agrario de la República, Ley NQ 37, de septiembre de 1962. 
(Es un texto vólumlnoso}. 

·9) CHILE: ha tenido estas: I) Ley NQ 15 020 Sobre Reforma Agraria, de noviembre 15 
de 1962; ID Ley N9 16 640 Sobre Reforma Agraria, de julio. 1.6 de 1967; se ha completado 
con estos textos: ,1) Decreto con fuerza de ley,· N9 4, de diciembre 28 de 1967, establece 
normas sobre pequeña propiedad rústica; 2) Decreto con fuerza de Ley N9 5, de 26 de 
diciembre ­de 1967, sobre "Comunidades Agrícolas". 

, io.) PEIJ,U: ha tenido' estos: I) Decreto­Ley N9 142ª~' "Bases para la Reforma Agraria", 
de novíembre ~6 de 1962; 11) Ley de Reforma Agraria, de mayo 2 de 1964; 111) Ley 
de Reforma ,Agraria, de 1969, que en esencia es la misma anterior, sólo que con algunas 
modificaciones. · 

LEGISLACION COMPARADA DE REFORMA AGRARIA DE AMERiéA LATINA 

ANEXO NQ 6 

Se adujo· qve a · causa de la inflación, lo que pudo haber sido. precio [usto ~ua~d.o se 
aprobó .la .ley, ;ya:~Q. l(r era pQrlas f.e9has,¡m que se J~evó .a C?,~!) el tr~~Pª~?,}~­ !~~.;!~.­¡rr~~·­ 
Mas el Tribunal citado, razono: ,"a) aunquese, permítíeron durante aq11e~­ p~podo !!mnent(!!I 
frecuentes en el precio del arroz, se calcularon para equilibrar· los aumentos en los costos 
de producción, y, por tanto, no representaban .incremento alguno en los ingresos percibidos 
por el uso de la tierra; b) que, en todo caso los precios fíj a dos para servir al bien público 
no tienen por qué ajustarse a los precios hipotéticos que regirían en un mercado libre". 

H~y .qUe. tener en cuenta, y esto igualmente fue mencionado , por· 1a Corte Suprema de 
Justicia del Japón, como una de laa razones jurídicas para Iuridar su Iallo i que la Sección 
2 del citado Artículo 29 de la Constitución Política del Japón, declara: "Los derechos de 
propiedad deben ser definidos por la ley, de conformidad con el bien público". Asf, pues 
la planteada inconstítucionalidad, especialmente enfilada en la obtención de compensaciones 
adicionales ¡¡l precio . pagado por fas tierras adquiridas para los fines de la expresada re· 
forma, fracasó. 
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11) PARAGUAY: Ley N9 85 4020, "Estatuto Agrario", de marzo 29 de 1963. 

12) HONDURAS: "Decreto NQ 2, Ley de Reforma Agraria, de 29 de septiembre de 
1962; reformada por Decreto NQ 127, de junio 14 de 1963 

13) NICARAGUA: Ley de Reforma Agraria, Decreto N9 797 de abril de 1963, 

14) ECUADOR: Ley de Reforma Agraria y Colonización, de julio de 1964. El Decreto 
N9 155, de junio 9 de 1967, le introdujo diversas reformas a la anterior ley Además, se 
completa la legislación anterior, con la Ley de Tierras Baldías y Colonización, Decreto N9 
2172, de septiembre 22 de 1964 

15) BRASIL: "Estatuto de la Tierra", Ley N9 4 504, de noviembre 30 de 1964. 

16) MEXICO: de todos es conocido que hace varias décadas que inició su proceso de 
reforma agraria, y ahora tiene un código agrario, que recoge muchos artículos de la variedad 
de leyes agrarias que lo han regido, desde la Ley de Desamortización de junio 25 de 1856 
y demás posteriores, hasta llegar al actual Art 27 de la Constitución que es el fundamento 
de toda su legislación agraria, incluso su Código Agrario vigente promulgado el 31 de di, 
cíembre de 1942. Hoy tiene también toda una nutrida legislación y reglamentación en 
la materia. 

17) ARGENTINA: Aún no cuenta, dadas sus peculiaridades, con una legislación de 
reforma agraria. Lo que ha sucedido es que se ha venido dando una serie de Leyes de 
Arrendamiento y Aparcería; de Colonización; y Planes de Transformación Agraria, en textos 
legales diversos La Confederación de Trabajo de Argentina, ha pedido reiteradas veces, al 
parecer, al gobierno, y últimamente lo ha hecho de nuevo, legislación de reforma agraria 

18) UR UG UA Y: Se sabe que tiene ya iniciado más de un Proyecto en el Congreso Sin 
embargo, el antecedente más fiel de su proceso en lo tocante a iniciativas de ley, es una 
Serie de Proyectos de Leyes de Promoción Agropecuaria (así se los tituló), preparado en 
1964, dentro del Plan Nacional de Desarrollo Agropecuario, por el Ministro de Ganadería 
y Agricultura Tales son: I) Proyecto de Ley de Semillas; 11) Proyecto de Ley Forestal; 
III) Proyecto de Ley de Conservación de Suelos y Aguas; IV) Proyecto de Ley de Fertili­ 
zantes; V) Proyecto de Ley de Cooperativas; VI) Proyecto de Ley de Reforma de las Es· 
tructuras Agrarias; y VIO Un Proyecto de Procedimientos y Sanciones a Infracciones a 
las Disposiciones Sobre Comercialización de Productos de Interés para la Explotación Rural. 





Ponencia presentada por Adalberto Baires, de la FESTRAS. 

Toda Reforma Agraria necesita una ley que regule la utilidad 9ue el 
agua como elemento natural debe dar, desde luego se trata de poner esta al 
servicio del hombre del campo en una forma ordenada y que cumpla su co­ 
metido en los planes de producción que el mismo estado deberá trazar. 

El Salvador tiene lagos, lagunas, ríos y nacimientos que son muy ricos en 
agua, que estudiados y con buenos planes pueden servir y hacer rendir la 
tierra más aceleradamente, en la actualidad no hay un régimen ni ordena­ 
miento del uso de este vital elemento y su utilización es desordenada y en 
muchos casos de privilegio, la ley debe contemplar desde el derecho del Es­ 
tado en las aguas para la producción y utilidad pública, hasta la regulación, 
el derecho y uso que debe dársele a la misma en la propiedad particular, y 
la doble utilidad que el agua tiene cuando está en propiedad particular y 
debe dar servicio al Estado o viceversa cuando el agua está en propiedad del 
Estado y debe servir a la propiedad particular. 

La ley también debe contemplar los sistemas de dotación de aguas y 
sus condiciones, además se deberán hacer los estudios necesarios de riegos, 
drenajes y canalizaciones, con el fin de poner en práctica el régimen de aguas 
y que sea funcional dentro de la misma Reforma Agraria 

PONENCIA PRESENTADA POR LA FEDE­ 
RACION SINDICAL DE TRABAJADORES SAL­ 
VADORE~OS. 

DE LOS PROBLEMAS DEL AGUA EN LAGOS, 
LAGUNAS, RIOS Y LOS SISTEMAS DE RIEGO 





El Salvador es el país más pequeño en el área centroamericana su exten­ 
sión territorial es aproximadamente de 20,000 Km2. que en sí· ya son un 
problema para efectuar cualesquier distribución de tierra, si comparamos ésta 
con la población humana c~az de ocuparla y hacerla producir, ya que somos 
un país eminentemente agrícola y la población rural tiene el primer lugar y 
representa la mayoría de los habitantes 

Sin embargo, la tierra en sí, no es el problema sino lo humano, pues hay 
ejemplos de países pequeños con mayor densidad de población que tienen 
mejor distribuida su riqueza, se entiende para el caso que ]a Reforma Agraria 
busca solucionar ambas cosas y desde luego como se trata de establecerla en 
la democracia preferentemente debe ser el Estado el que la inicie, ya que por 
lo general éste posee tierras denominadas de propiedad pública que obligato­ 
riamente tendran que clasificarse dentro de la ley misma y que son tierras 
baldías económicamente explotables que no están cumpliendo ninguna fun­ 
ción social de producción, tierras rústicas que pueden trabajarse. El Estado 
también debe tener el control de las tierras que han sido adquiridas ilícitamen­ 
te y que desde luego al descubrirlas obligatoriamente deben pasar a su poder; 
en cada municipio hay tierras que pueden utilizarse y que son propiedades 
de éstos, pero que el Estado al través de la ley puede hacer uso de ellas previo 
arreglo con las mismas, correspondiendo al Instituto de Reforma Agraria hacer 
la clasificación de las 9ue serán afectadas y que podrán servir como las ante­ 
riormente descritas, asi como las no afectadas y que son las tierras y superfi­ 
cies urbanas, las carreteras y demás vías de comunicación, las tierras de ex­ 
plotación minera No debe descartarse la posibilidad de que éstas en deter­ 
minado momento puedan nacionalizarse En sí, para el Estado las tierras de 
su· posesión no representan mayor problema en cuanto a la inversión moneta­ 
ria que inclusive al ser entregadas deben rentar, aunque como es natural con 
pérdida debido a los costos en cuanto a la introducción de un nuevo sistema 
de vida para el pueblo 

En la Propiedad Privada, el problema no deja de ser complejo, ya que es 
aquí donde se encuentra el estrato de mayor resistencia al cambio que ésta 
tendrá que sufrir, pues la mayoría de la tierra conocida como latifundios está 
en posesión de pocas personas que en algunos casos están haciendo producir 
la tierra con los métodos y técnicas necesarias y tienen sus cultivos catalogados 
dentro de la economía prímaria; hay también otras grandes propiedades que 
se mantienen ociosas al igual que una inmensa cantidad de pequeñas parcelas 
denominadas minifundios que no producen nada y que más bien son un 
atraso para el desarrollo del país, en ambos casos tanto la grande como la 
pequeña propiedad que no producen tendrán que ser reguladas por el Estado. 
En este sentido el Instituto de Reforma Agraria deberá fijar y determinar 
muy bien la política económica a seguir en cuanto a los precios a pagar y la 

PONENCIA PRESENTAI>A POR LA J4'EDE­ 
RACION SINDICAL DE TRABAJADORES SAL­ 
V ADOREl'rOS. 

SOBRE LA TENENCIA DE LA TIERRA DE':PROPIEIDAD 
. . PUBLICA Y DE PROPIEDAD .: PRIVADA 
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Ponencia presentada por Adalberto Baires, de la FESTRAS. 

forma de: pago, además de clasificar las. !ierras que .son económicamente ex­ 
plotables y .de las qµe. no lo so~,. también es n.ec~sano que dentro de estas 
regulaciones se establezca la política de expropiación' de todas aquellas pro­ 
piedades ociosas e incultas de mucha extensión, las que tienen mucho tiempo 
de no ser cultivadas o en su caso las que están arrendadas y que no producen 
adecuadamente. También deberán expropiarse las tierras que siendo producti­ 
vas se adquieren para parcelar o se dedican para el pastoreo de ganado y que 
muchas veces hasta producen empíricamente con cultivos de disfraz, se da 
por asentado que el Instituto además fijará la extensión de tierra que podrá 
tener cada uno, ya sean los pequeños, medianos o grandes propietarios, pues 
con una política de distribución ordenada no solamente se beneficiará el Es­ 
tado con sus propiedades a distribuir, sino que también resultará más cómoda 
la inversión a realizar en la adquisición de la misma propiedad privada. 



La concentración de la tierra en pocas manos, desvirtúa la función social 
de la propiedad privada garantizada por la Constitución, produciendo una 
considerable desproporción entre los pocos que la poseen a veces en ca.ntidades 
enormes, sin cultivarlas en toda su extensión o en forma de sub­explotación 
y los muchos que no obstante su capacidad para hacer producir la tierra no la 
poseen. La Legislación ha fallado en su intento por resolver el problema agra­ 
rio, ya que el conjunto de leyes dictadas al respecto, no han resuelto sino en 
parte la situación miserable de la clase campesina. . 

E~ la época precolonial existían en nue.stro ~nedio formas d~ tenenci_a 
de la berra colectiva, lo cual aseguraba la satisfacción de las necesidades pn­ 
marias de todos y con lo llegada de los españoles fueron despojados los indios 
de sus tierras y los antiguos poseedores fueron convertidos en esclavos y sier­ 
vos, pero manteniéndose dentro del régimen colonial el sistema de tierra co­ 
munales para uso común de los habitantes; tal situación al proclamarse la 
República fue agravada, ya que los dirigentes consolidaron el proceso de con­ 
centración de la tierra en favor de algunos pocos, aboliendo el sistema de pro­ 
piedad .comunal y manteniendo la condición de siervo de la gran mayoría 
nacional. 

Posteriormente y al caer nuestro país bajo la esfera de influencia imperia­ 
lista, se convirtió en una semi colonia monocultivista, haciendo desaparecer 
la tradicional economía de autoabastecimiento agropecuario y lo que es más, 
los recursos provenientes de la I exportación, no promovieron la industrializa­ 
ción del campo y al no superarse ni tan siquiera los sistemas primitivos de 
cultivo mediante la aplicación de medios técnicos agrarios, proscribieron a los 
campesinos de 1a vida civilizada, condenándolos al hambre y la miseria. 

Que como consecuencia de lo anterior existe una desigual y defectuosa 
distribución de la tierra, lo cual es contrario a nuestra Constitución, que esta­ 
blece que la propiedad privada para ser respetada debe cumplir una función 
social, lo cual otorga al Estado el derecho de imponer a la propiedad las mo­ 
dalidades que el interés público dictare, así como el de planificar, regular y 
racionalizar su ejercicio; y se hace necesaria la intervención estatal por cuanto 
por los sistemas arcaicos de. explotación de fa tierra y las formas de servidum­ 
bre en ~ltrabajo, la propiedad privada no ha cump1i1o su función social y se ha 
convertido en un obstaculo para el progreso del pais, debiendo pro­cederse de 
inmediato a. una reforma agraria integral, ya que la utilidad pública que es su 
fundamento se halla detenninada por la necesidad social de rehabilitar las tie­ 
rras para el cultivo concediéndolas a favor de quienes las trabajan. 

Tradicionalmente nuestras cartas fundamentales han contenido disposi­ 
ciones que han garantizado el derecho absoluto de la propiedad acordes con 
el espíritu de las concepciones clásicas que las han inspirado, y es así como 
inclusive en nuestra Cn de 1886, que hasta hace poco tiempo fue considerada 

PONENCIA PRESENTADA POR EL MOVI­ 
MIENTO SINDICAL NACIONAL. . 

LEGISL.ACION DE REFORMA AGRARIA 
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como sumamente' progresista, en el' Art, :31' prescribe lapidariamente la invio­ 
Jabilidad de la propiedad privada. No obstante, fas exigencias necesarias colec­ 
tivas han generado la transición impostergable de este concepto hacia la no­ 
ción de su función social; en tal virtud en nuestra Ley primaria de 1950 y 62 
en su Art. 137, se reconoce y garantiza la propiedad privada en función social, 
instituyéndose en el Art, 138 de la Cn, últimamente mencionada, fa existen­ 
cia de la expropiación fundamentada en causales de utilidad pública o de inte­ 
rés social, reafirmándose tal espíritu social en el ínc 29 del Art 220 cuando 
expresa que el interés público privará sobre el interés privado 

Es conveniente verificar una distinción entre las nociones de expropia· 
ción por utilidad pública y de interés social; la primera procede cuando el 
Estado hace uso de ella con miras al cumplimiento de algunas de sus obliga­ 
ciones para con el público, necesitando para ello de los medios convenientes, 
por Ej'. rara la construcción de una carretera, un puente, etc, manifestándose 
en la practica concretamente esa finalidad de utilidad pública, en el hecho de 
que cualquier ciudadano puede como miembro del público, utilizar como to­ 
dos y cada uno de los ciudadanos, las obras llevadas a cabo con los bienes ex­ 
propiados. En tanto que el interés social conlleva la necesidad de la interven­ 
ción estatal con miras a la consecución de fines más trascendentales de natura­ 
leza común y utilidad general, como son el fortalecimiento y pleno desarrollo 
de la economía nacional, la racionalización de la producción, el mejoramiento 
de las estructuras agrarias, todos enmarcados en la esfera de los altos intereses 
nacionales ­ 

Así el Estado puede proceder a la expropiación de bienes rurales, basándo­ 
se en el Art 138 que determina que la misma procede por causa de INTERES 
SOCIAL, alegándose para el caso que tales tierras no cumplen su función so· 
cial al no desarrollar racionalmente sus fines productivos, ocasionando su ac­ 
tual estructura un inhumano desequilibrio en el área rural, impidiendo asi­ 
mismo la conversión de la misma hacia un mercado de considerable po­ 
tencialidad 

"Art, 2.­Es obligación del Estado asegurar a los habitantes de la Repú­ 
blica el goce de la libertad, la salud, la cultura, el bienestar económico y la 
justicia social" 

Art 135 ­El régimen económico debe responder esencialmente a princi­ 
pios de justicia social que tiendan a asegurar a todos los habitantes del país 
una existencia digna del ser humano" 

Art. 137.­Se reconoce y garantiza la propiedad privada en función social" 

"Se reconoce asimismo la propiedad intelectual y artística, por el tiempo 
y en la forma determinado por la ley". 

"El sub suelo pertenece al Estado, el cual podrá otorgat 'concesiones para 
su exp~?ta~ión", ' 

"Att. 138.­La expropiación procederá por causas de utilidad pública o de 
interés socfal leg~lmente co~prooado y preyia una justa indemnización. Cuan· 
do la exproprac10n sea· motivada por necesidades provenientes de guerra o de 
calamidad pública y cuando tenga por objeto el aprovisionamiento de aguas 
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o de energía eléctrica, o la construcción ­de viviendas o de carreteras, la in­ 
demnización podrá .no ser .prevía". . · 

"Cuando lo justifique el monto de la indemnización que deba reconocerse 
pqr los bie.nes expropiados de acuerdo, con el inciso anterior, el pago podrá 
hacerse a plazos los cuales no excederan en conjunto de veinte años". 

"Se podrá nacionalizar, sin indemnización, las entidades que hayan sido 
creadas con fondos públicos". 

"Se prohibe la confiscación, ya sea como pena o en cualquier otro con­ 
cepto. Las autoridades que contravengan este precepto responderán en todo 
tiempo con su persona y bienes del daño inferido Los bienes confiscados son 
imprescriptibles". 

"Art. 147.­El Estado fomentará el desarrollo de la pequeña propiedad 
rural Facilitará al pequeño productor, asistencia técnica, créditos y otros me­ 
dios necesarios para el mejor aprovechamiento de sus tierras" 

"Art 220 ­Los principios, derechos y obligaciones establecidos por esta 
Constitución no pueden ser alterados por las leyes que regulen su ejercicio" 

"La Constitución prevalecerá sobre todas las leyes y reglamentos El inte­ 
rés público primará sobre el interés privado 

Para proceder a la reforma agraria debe interpretarse jurídicamente el 
alcance de tales disposiciones, para con base en las mismas pueda realizarse en 
forma integral ( expropiación, redistribución, etc ) 

Nosotros consideramos que es posible, ya que la Constitución vigente 
expresamente manifiesta la obligación del Estado de "ase~urar el bienestar 
social" y que reconoce la propiedad privada pero en "funcion social", lo que 
significa! más allá. de los .intereses privados .º individuales; esto es, 9~e tiene 
un sentido colectivo, social, basado en los mtereses comunes. También esta­ 
blece la expropiación por utilidad pública e interés social, derogando el prin­ 
cipio clásico de la propiedad absoluta (inviolable), de corte netamente liberal. 
El Art, 138 de la Constitución vigente es en definitiva el fundamento princi­ 
pal para proceder a una reforma agraria de carácter integral, 

. La ley de reforma agraria deberá contener en general las siguientes dis­ 
posrcrones: 

1.­Deberá establecer en forma precisa los derechos anteriores y su,Perio­ 
res de la nación a todas las tierras y aguas comprendidas dentro de los limites 
territoriales nacionales y el derecho del Estado para transmitir la propiedad 
a los particulares y constituir asi la propiedad pnvada 

2 ­Determinación de que la reforma agraria sea de aplicación inmediata 
en todo el territorio nacíqnal, 

3 ­Que el criterio de expropiación determinante sea el de límite máximo 
a partir de 100 hectáreas por grupo familiar que además se establezcan otros 
criterios que se combinen con el primero para situaciones especiales, v.g. 
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4.­Determinación de la forma de pago de las indemnizaciones, el cual 
deberá hacerse por medio de bonos de la reforma agraria los cuales serán pa­ 
gados en el lapso de veinte años, reconociéndoles el interés justo 

5.~Que se determinen los beneficiarios los cuales deberán ser clasificados 
de la manera siguiente; 

a) Pequeños propietarios; 
b) Medianos propietarios, 
e) Arrendatarios y terrajeros; 
d) Colonos; y 
e) Asalariados agrícolas 

6 ­Que se establezcan las formas de explotación, que deberán ser indivi­ 
duales, mixtas y colectivas 

7 ­Deberán establecerse bienes de familia y para la explotación de las 
unidades económicas, cuyo procedimiento de parcelarniento no sea posible 
para no entorpecer el ritmo de producción, deberá establecerse el sistema coo­ 
perativista. 

8 ­Los beneficiarios tendrán el derecho de organizarse en Asociaciones, 
Cooperativas, Federaciones, Confederaciones, Sindicatos, etc etc 

9.­Que se establezcan las autoridades, que conocerán de la aplicación de 
l~ ley de reforma agraria ~reándose el Instituto ~alv~d~re~o _de ~e~orma Agra­ 
11a como institución autonoma, y la cual tendra la [nrisdicción umca sobre la 
aplicación de Ia ley, para evitar la dualidad de los órganos de conocimiento 

10.­En los organismos que se creen para efectos de la aplicación, admi­ 
nistración f fi;1anciamient~ de la refon11:~ agraria1 los beneficiarios ya sean 
directos o indirectos tendrán representación en dichos orgamsmos 

11.­Deberá establecerse dentro de las disposiciones generales de la ley 
la derogatoria de todas las leyes vigentes que se opongan {11 contenido, aplica­ 
ción y alcance de la misma; para evitar con ello reformas parciales a todas las 
leyes secundarias •cuyo contenido contradiga el aspecto social establecido por 
la Constitución de 1950 y 1962 • 

a) Expropiación de tierra abandonada y sub­explotadat­ · . 
b) Expropiación en base a una necesidad e~onó~1ca. colectiva; 
e), Expropiación de las. explotaciones manejadas indirectamente, 
el) Consi<leraci.ones especiales sobre las sociedadés anónimas, . tierras pro­ 

indivisas y sucesiones no solventadas; estableciéndose en estos casos un 
tiempo máximo de seis meses para dirimir tales situacíonef y 

e) La expropiación por razones de conveniencia económica de. los co':11­ 
plejos agro industriales y todas las obras de mfraestructra e instalacio­ 
nes necesarias 



Que es importante contar con un régimen legal que gobierne cuanto al 
agua se refiere, como recurso útil en todo proceso de producción y particular­ 
mente en el agropecuario; 

Que en la actualidad en el territorio nacional el uso que se hace del 
agua no está debidamente regulado, ni tampoco otros aspectos derivados de 
semejante uso; 

Que es también importante deslindar el derecho de propiedad gue el 
Estado tiene sobre el recurso a~ua, como así también el que sobre tal elemen­ 
to pudiera corresponder al particular en tal derecho y el aprovechamiento que 
puede hacerse del mismo, particularmente en la producción agropecuaria 
del país; 

Que es también importante que el régimen legal de aguas en lo relativo 
a su importante papel en la actividad agropecuaria, es ya del caso contem­ 
plarlo dentro del proceso de reforma agraria para el cual tiene singular valor; 
y establecer, asimismo, las regulaciones apropiadas en materia de riego, ave­ 
namiento y demás obras destinadas como sistemas para el aprovechamiento 
con fines agropecuarios; 

CONSIDERANDO 

La Comisión N9 3 que conoció del tema LEGISLACION DE.REFOR­ 
MA AGRARIA elaboró tres dictámenes ~ue fueron aprobados por el PLENO 
después de introducir a los dictámenes N<? 2 y N<? 3 algunas reformas, y que 
se leen como sigue: 

Dictamen N9 1, sobre. "EL PROBLEMA DE LAS AGUAS EN LA­ 
GOS, LAGUNAS, RTOS Y SISTEMAS DE RIEGO" 

Toda Reforma Agraria necesita una ley que regule el ªf1ovechamiento 
del agua, a fin de ponerla al servicio también del hombre de campo en for­ 
ma ordenada y orientada a cumplir el papel qne le corresponde en la produc­ 
ción agrícola 

El Salvador cuenta con cuerpos y cursos de aguas que pueden ser utili­ 
zados apropiadamente, de acuerdo con los estudios e investigaciones respec­ 
tivas; ya que existe cierto desorden en su actual empleo, por lo cual es impor­ 
tante que el régimen legal hidráulico contemple el derecho que le asiste al 
Estado sobre dichos recursos, tanto para el uso que el mismo haga de ella 
como del que requiera el particular para su propiedad. 

La ley ha de contemplar igualmente cuanto se refiere a las dotaciones 
de aguas, al riego, al avenamiento y demás obras de ingeniería hidráulica que 
son necesarias para los sistemas de suministro de tal elemento, y para hacerlo 
funcional dentro del proceso de reforma agraria 

DICTAMEN SOBRE ·'EL TEMA III 
LEGISLACION DE REFORMA AGRARIA 
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Que es necesario contar con una legislación de aguas que contemple 
las regulaciones indispensables para su aprovechamiento y conservación; 

JI) Que la Ley de Reforma Agraria comprenda los principios básicos sobre 
aguas para usos agropecuarios, los cuales deben ser desarrollados ulterior­ 
mente en un texto legal que puede ser una ley secundaria, para que haya 
armonización completa con el proceso de reforma agraria 

POR TANTO, SE RESUELVE: 

I) 



1) Enunciación de los objetivos que persigue el proceso de reforma 
agraria; 

2) Enumeración de criterios que fijen la función social de la propie­ 
dad inmobiliaria agraria 

Sobre el Régimen Económico ya dicho, entre otros se expresó acerca 
del articulado del mismo " .. Todos están concebidos en forma general y 
elástica, que permita una nutrida legislación secundaria· sobre materia tan 
compleja. Del texto de algunos de ellos se desprende que para tener efica­ 
cia necesitan de reglamentación; p~ro dan la r,auta para un f rograma de 
gobierno cuyo desarrollo requiere cierto tiempo . Todo lo cua revela clara 
Y. rotundamente que nuestro vigente marco jurídico constitucional no precisa 
de reformas a' los fines del proceso de reforma agraria 

En cuanto al tema complejo de lo que ha de ser el contenido propiamen­ 
te dicho de una legislación de reforma agraria, especialmente ha de compren­ 
der estos aspectos: 

Debe tenerse, en cuenta la íntima vinculación que guardan entre sí la 
Política Agraria, la Reforma Agraria y e1 Derecho Agrario, por lo cual es de 
fundamental importancia que un gobierno defina su Política Agraria en 
atención al valor que la ley reviste como instrumento de ejecución, de ga­ 
rantía y de consolidación del proceso de reforma agraria: el cual produce 
significativas modificaciones en el régimen jurídico preexistente 

También debe considerarse de sumo valor el aspecto de constituciona­ 
lídad que reviste la reforma agraria, constitucionalidad que en el país no tiene 
dudas en cuanto a la Constitución vigente::contiene principios y previsiones, 
que dan fundamento jurídico a la legislación de reforma agraria, y entre los 
cuales, principalmente, s~ hall!n ,el. Art, 2, el ,Ar~. f,20, inciso 29, y e\ arti­ 
culado pertinente del Titulo Régimen Económico Se trae a colación la 
exposición de motivos de la Constitución de 1950, sobre el Art. 2, que en 
lo fundamental a estos efectos dijo: "Este artículo consagra, en el aspecto 
jurídico, los fines del Estado, promotor del bien público De esta manera, los 
derechos meramente formales que proclamó la Revolución 'Francesa se com­ 
pletan, y el Estado queda obligado a actuar no en beneficio de grupos domi­ 
nantes ni de determinadas clases sociales, sino en beneficio del pueblo entero 
Este artículo es indispensable para caracterizar la nueva Constitución". "Se 
emplea el término asegurar en vez del término procurar, que fue propuesto 
para darle énfasis categórico al contenido del artículo, y porque se estima que 
no bastarían ensayos o esfuerzos para obtener los propósitos indicados, smo 
que se necesita de la consecución efectiva de todo ello, porque de esto de­ 
pende el mantenimiento de la paz social 'y el progreso ininterrumpido del 
país Esta disposición, que algunos tacharán· de poco' práctica, puede dar base 
para ~na amplía, constructiva y revolucionaría _ legislación, Aquí se. p~rfila, 
con sm&ular vigor, el Estado con que la Constitución de 1950, sustituirá al 
Estado individualista y liberal de 1886" 

DlCTAMEN No.2 SOBRE EL·TEMA ESPE<I:IFICO 
LEGISLACION SOBRE REFO;R,MA AGRARIA 



3) · Definiciones .. ~e los té~i~ós que sean n_ ecesarios para los fines de 
- la. interpretación y aphcac1ón <leda ley .. · : ;. . , . . 

4) Nuevas formas de organización jurídica de la ptéipiedad, de acuerdo 
con la filosofía, principios y disposiciones constitucionales, que per­ 
mitan y aseguren su explotación directa, eficiente y permanente 

5) · Límites de tenencia de la tierra en consonancia con las condicio­ 
nes de los recursos naturales y sus posibilidades de explotación 
técnica a favor del grupo familiar; dicho límite deberá ser suficiente 
para que su producción satisfaga las necesidades económicas del 
grupo 

6) El sistema de distribución de la tierra (explotación colectiva me­ 
diante cooperativas o sociedades agrícolas que se emplean adecuada­ 
mente en esta clase de procesos; explotación individual, régimen 
del bien de familia), y selección de. beneficiarios; y la forma de 
adjudicación de la tierra (en propiedad inmedi~ta,. arrendamiento 
con promesa de venta, y requisitos de transferencia de la propiedad 
adjudicada; etc.) 

7) Nuevas regulaciones de la vía sucesoria que no obstaculicen o im­ 
pidan la explotación económica y eficiente de la tierra. 

8) Preceptos que eviten burlar la ley, mediante la constitución de so­ 
ciedades de capitales u otras formas jurídicas similares 

9) Disposiciones preventivas de la acumulación de la tierra así como 
de la fragmentación antieconómica de ella (latifundio contrario a 
los obl'etivos de la ley, y minifundio) 

10) Causa es de expropiación por razón de utilidad pública o de inte­ 
rés. social Procedimiento expeditivo de expropiación, con la consi­ 
guiente intervención jurídica del particular afectado; la forma de 
inder,­iniz;ac:;ión (en bonos, y/o en efectivo), clase de bonos y demás 
regulaciones de éstos. El avalúo de las tierras a expropiarse, que 
tendrá por base la declaración rendida para fines fiscales 

11) La extensión territorial que es permitido reservarse al afectado por 
.la expropiación que en ningún caso podrá ser mayor que la seña­ 
lada de conformidad con lo dispuesto en el numeral 5). 

12) Disposiciones que faciliten la recuperación de la tierra por el Estado 
en aquellos casos en que los adjudicatarios no cumplan con la obli­ 
gación de exl?lotarla en forma permanente, directa y eficiente. 

13) La º!~anizac1ón institucional que ejecutará eI pr9ce~o; su estru~­ 
turación y coordinación con otros organismos públicos, central¡ 
zados y descentralizados. 

14) Los principios básicos que nonnen la conservac_ ión y el aprovecha­ 
miento de los recursos naturales renovables, particularmente aguas, 
suelos y bosques 

15) Las sanciones a los actos ci.ue se cometan violando la ley, y proce­ 
dimiento para imponerlas, mcluso, las que prevengan la ocupación 
ile~al de tierras. . . . . 

16) Disposiciones que aseguren la armonización de las medidas de apo­ 
yo, a que se hará referencia más adelante, con el proceso mismo de 
reforma agraria 

Paralelamente a las medidas de orden jurídico ya señaladas, es impres­ 
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POR TANTO, SE RESUELVE: 
I ­El proceso de Reforma Agraria, que entraña cambios sustanciales en 

el orden económico, social y cultural de la República, tiene firme fun­ 
damento jmídico en la vigente Constitución Política, pues ésta con­ 
tiene claros y expresos principios pgra realizar dicho proceso (Art, 2, 
121, 135, 136, 137, 1381 139 Inc, 3·, 143, 144, 147, 148 y. 220). . 

II ­Como consecuencia de lo anterior, y habida cuenta .de las apremian­ 
tes necesidades sociales y económicas por las que atraviesa la enorme 

· mayoría de 'salvadoreños, debe · promulgarse, cpn la . urgencia que. el 
· caso lo demanda, una Ley de ~efouna' Agrati'a' que dé irímediata 'so­ 
lución. a tales· necesidades, eniitiéndóse asimismo sus regulacjónes 
complementarías , ' , • ". I, ,:. · ' . . ' ;:; • (".l 

III ­El contenido de la Ley de Reforma Agraria debe· comprender, entre ·a 
otros, los aspectos considerados en los numerales 1 al 16 del Resumen ~IJ 

del presente Dictamen . r . • , • 

IV ­La expropiación de propiedad rural, para fines 'ele 'lá reforma agraria, ~ 
requiere "justa indemnización", cuando no se trate del caso contem­ B 
plado en el Art. l 38 Inc 39 de la Constitución Política ] 

V ­El pago de la indemnización a que serefiere el citado A1t 138 en los ­ 
casos de expropiación, y cuando lo justifique el monto ele aquélla, ~ 
podrá hacerse a plazos, 9ue no excederán de 20 años ­; 

VI ­El término "indemnización" es jurídicamente distinto del de "precio" § 
Por consiguiente, aquélla puede hacerse en bonos u otros títulos valo­ ·o 
res totalmente d '¡i.'nte en dinero y el resto en tales' documentos o todo z 
en dinero según los casos que el legislador tenga a bien cousiderai y 

. las posibilidad~~ económicas del Estado .. ,, '. , , . .. . . .. ~ 
VII ­qo~n.o 1~\~;didg~ d~ áp:~yó, f Ja Reforma Ag~ana .<lép~ crca[!i~ µ!la ade­ f 

cua9a regufa~1on ¡un~~c~ .: :que .~rnp~a., ad.9_P.t;;ir, ,llJf~19~ .. de ; a9c1.ó~, es­ _Q 
pecialmcnte en materia de crédito, asistencia tecmca, infraestruótura, U 
organizaciones agrícolas, explotaciones de la propiedad colectiva o !.'1 
cooperativa, sindicalización campesina, desanollo comunal y comer­ ·ª.• 
cíalizacíón. ~ 

,Que es indispensable que la reforma agraria cuente con su propio régimen 
jurídico, el cual ha de comprender los principios y medios conducentes a la 
obtención de los fines de tal proceso: ­. 

Que dicho régimen legal tiene firme en la ~igente Consti~ución Política: 
Que es necesario, además, tener en cuenta la, vinculación, dentro del 

campo jurídico, entre la reforma agraria y los aspectos .de crédito. Asistencia 
Técnica, Infraestructura, Otganizaciones Agrícolas, y Comercialización 

CONSIDERANDO 

oindible adoptar y poner en ejecución orrµs medios sin' ­los 'cuales un procesó 
de reforma agraria se volvería ineficaz · Tales medlos :g~ acción corresponden, 
entre otros, a los siguiente: l) Crédito; 2) asistencia técnica; '3) íñfraéstructu­ 
ra; 4) promoción de cooperativas y otras organizaciones semejantes y 5.) comer­ 
cialización 



no 

l.­La vígencfa de la Ley de Reforma Agraria debe sujetarse a las normas 
generales que señala la Co.nstitución ':n todo el tenitorio de la República; 
sm. que se amplie el plazoreorrespondíente, y las ~~gulaciones complernen­ 
tarias deben promulgarse con celeridad en atención a las necesidades fo­ 
mediatas de dicho proceso. 

2 ­Q1:1e en las prgf!nizaciones q.ue sean creadas .Pªra. efecto de la aplicación 
de, la Ley d.e R.:~!onna Agraria, los beneficiarios directos o indirectos, ten­ 
gan. representación. 

3.~Deben ser derogadas las. leyes o ~ispos~ciones,q11e se. opongan a la LEY DE 
REFOR~A. _AG~ARfA,, la "que" .d!!berá. 1~tevalecer sobre cualesquiera 
otras­ en virtud ­de su carácter emmente~e~lt.e público. · · 

POR TANTO, RESUELVE: ' . 

VIII.­Se ,cqnsí~er~ que la propiedad rural.~~ cu~ple cc,,1~ la función, social 
a que se rnfie~e .el J\ft, p7 de la ,Co1~shtuc16n Política, entre otrosca­ 
sos, los que siguen:. 
a) Cuando ·la concentración de· la tierra en pocas· manos impide el 

derecho fundamental de los bienes de servir al debido desarrollo 
personal de todos los hombres y al disfrute de los derechos funda­ 
mentales que deben ser equitativamente gozados por todos los ciu, 
dadanos; 

c) El abandono de la tierra o su explotación deficiente y el deterioro 
de los recursos naturales; 

e) Condiciones que violen las leyes sobre relaciones de trabajo; 
d) Concentración de, la tierra en forma que obstaculice la creación 

de la pequeña y mediana propiedad, y 
e) La parcelación de la tierra en forma que determine su mal uso, la 

destrucción de los recursos naturales y el bajo rendimiento de los 
factores de la producción 

La concentración de la tierra en pocas manos, desvirtúa la función so­ 
cial de la propiedad privada garantizada por la Constitución, produciendo 
una considerable·de~propórción entre los pocos que la poseen a veces en can­ 
tidades enormes, sin cultivarlas en toda su extensión o en forma de sub­ 
explotación y los nnichos que no obstante su capacidad para hacer producir 
la tierra no la poseen La· legislación ha fallado en su intento por resolver 
el problema agrario, ya que el conjunto 'de leyes dictadas al respecto, no han 
resuelto sino en parte la situación miserable de la clase campesina 

Como consecuencia de lo anterior existe una defectuosa distribución de 
la tiúra; .. lo. :cual,es c.ontr¡¡r.io a nuest~a Constitución>·q;.ie reconoce y garantiza 
la ptppiedad privada· .en, función social. Esto impone al Estado la obligación 
de adoptar las modalidades que el interés público dictare en lo que concierne 
a la propiedad. agraria. . · · 


	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

